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Resumen y Abstract IX 
 
Resumen 
El papel histórico, social y cultural que han desempeñado las víctimas del conflicto 
armado colombiano, no solamente en el sistema jurídico-penal sino en la sociedad 
colombiana en general, ha estado caracterizado por la marginación y exclusión de las 
mismas. Por esta razón, es necesario realizar un ejercicio de re conceptualización de la 
víctima en el Ordenamiento Jurídico colombiano. Esto resulta de gran relevancia ya que 
permite desarrollar el instituto jurídico ―Control de  Convencionalidad‖, al incorporar 
disposiciones de derecho internacional encaminadas a la reparación integral y así 
garantizar la dignidad humana para las víctimas. 
Palabras clave: Victima, reparación integral, control de convencionalidad, bloque de 
constitucionalidad, dignidad humana. 
 
Abstract 
The historic role, social and cultural played by the victims of armed conflict in Colombia, 
not only in the criminal legal system but in Colombian society in general has been 
characterized by marginalization and exclusion of them. For this reason, it is necessary to 
perform an exercise in re conceptualization of victims in the Colombian legal system. This 
is of great importance as it allows the development as "conventionality control", to 
incorporate provisions of international law aimed at reparation and to guarantee human 
dignity for the victims. 
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El papel histórico, social y cultural que han desempeñado las víctimas del conflicto 
armado colombiano, no solamente en el sistema jurídico-penal sino en la sociedad 
colombiana en general, ha estado caracterizado por la marginación y exclusión de las 
mismas1, fortaleciendo procesos de victimización secundaria que cierran el círculo de 
vulneración y transgresión de la dignidad humana de aquéllas; comprendiendo por 
dignidad humana, aquel valor intrínseco de cada persona de la cual se decanta el 
respeto mínimo a su condición de ser humano, impidiendo de esta forma que su vida o 
integridad sean reemplazadas por otro valor social,2 más aún cuando el fundamento y la 
razón de la necesidad de esos valores superiores es la raíz última de todo,3 
constituyéndose en el principio fundamental del Derecho, del cual arranca toda 
regulación, a partir del respeto recíproco, el reconocimiento de la dignidad personal del 
otro y, a consecuencia de ello, de la indemnidad de la persona del otro en todo lo que 
concierne a su existencia exterior en el mundo visible.4 
 
Dicha marginación de la participación y salvaguarda de los intereses de las víctimas por 
sí mismas, o bien, representadas, adquiere mayor relevancia en nuestro país5, signado 
por complejos contextos sociales, políticos y culturales cuyo eje transversal es el 
degradado y deshumanizante conflicto armado, aunado a las ineficientes respuestas 
estatales y judiciales que no colman las expectativas ante las necesidades y 
problemáticas apremiantes de las víctimas del conflicto armado.  
                                               
 
1
 Beristain, Antonio. Criminología y Victimología. Editorial Leyer, Bogotá, Colombia. Año 1998. 
2
Fernández, Eusebio. Dignidad Humana y Ciudadanía Cosmopolita. Instituto de Derechos 
Humanos ―Bartolomé de las Casas‖ Universidad Carlos III de Madrid. Editorial DYKINSON. 
Madrid, España. Año 2004. Pág. 20. 
3
 Peces-Barba, Gregorio. Los valores superiores. Editorial Tecnos. Madrid, España. Año 1984. 
Págs. 85-86. 
4
 Larenz, Karl. Derecho justo. Fundamento de Ética jurídica. 2º Edición. Año 2001.  Pág. 57.  
5
 Uprimny, Rodrigo. Reparaciones en Colombia: Análisis y propuestas. Universidad Nacional de 
Colombia. IMPRESOL Ediciones. Bogotá, Colombia. Año 2009.  
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Lo anterior se agudiza además con la indolencia e invisibilización por parte de la 
sociedad colombiana frente al dolor de las miles de víctimas; amalgamando y 
estructurando grandes desafíos para el Derecho Penal colombiano particularizado por 
diversas transformaciones de carácter político y jurídico que le dotan de diversos 
matices. 
 
Así, lo primero, el Derecho Penal colombiano se orienta por la Política Criminal 
determinada por el gobierno de turno al igual que por los aportes de los diversos actores 
sociales con más o menos poder6, tendiendo en los últimos tiempos, a la concepción y 
aplicación del derecho penal máximo o del enemigo; en segundo término se observa un 
Derecho Penal que en materia procesal se encuentra en una difícil transición y 
adaptación frente a la implementación del sistema de tendencia acusatoria consagrado 
en la Ley 906 de 2004, complejizado aún más por las imperfecciones del mismo, con lo 
cual se ha generado, en materia de derechos a víctimas, una seria afectación a las 
prerrogativas de participación y defensa de los intereses de las mismas en el proceso 
penal colombiano.7  
 
De igual forma, la influencia de Tribunales internacionales como la Corte Penal 
Internacional o la Corte Interamericana de Derechos Humanos, los cuales se han 
constituido en el punto de avanzada en cuanto a la configuración de nuevos derroteros 
en materia de garantías a los Derechos Humanos insertos en el marco jurídico del 
Derecho Internacional de los Derechos Humanos y el Derecho Internacional Humanitario 
de correspondencia y complementariedad en nuestro Ordenamiento Jurídico interno 
(Artículo 93º C.P.), han generado diferentes contrastes y contradicciones, que en la 
mayoría de ocasiones conllevan un desmedro de los derechos humanos de las personas, 
particularmente de las víctimas, como quiera que el Ordenamiento Jurídico interno ha 
tardado en alcanzar la asimilación de los postulados de la constitucionalización del 
Derecho Internacional, fenómeno jurídico-político que propende por la máxima 
consagración del respeto a la Dignidad Humana y los Derechos Humanos.  
 
                                               
 
6
 Lassalle, Ferdinand. ¿Qué es una Constitución? Editorial Temis. Bogotá, Colombia. Año 2010.  
7
 Cerón, Efraín. La víctima en el proceso penal colombiano. Editorial Doctrina y ley LTDA. Bogotá, 
Colombia. Año 2008. 
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Es precisamente, en éste escenario internacional, donde considero encontrar los 
principales insumos que den respuesta satisfactoria a la garantía plena y eficaz del 
derecho a la reparación integral de las víctimas del conflicto armado colombiano, erigida 
en la triada “Verdad, Justicia y Reparación”, y la cual debe expresarse como principio 
rector de nuestro Ordenamiento Jurídico impregnando todas las actuaciones jurídicas, a 
partir del involucramiento no solamente de elementos normativos sino también de 
elementos sociales y culturales que forman parte de su esencia, como quiera que es la 
misma sociedad quien se encarga de construir a partir de su núcleo los valores que han 
de ser presupuesto de la existencia y permanencia de la reparación integral.  
 
Lo anterior, claramente debe ir concatenado con una visión del Derecho Penal Garantista 
cuyo eje principal pasa por el respeto a la Dignidad Humana mediante la consagración y 
aplicación de las garantías procesales y judiciales que han de cobijar tanto al victimario 
como a la víctima.  
Así, será objetivo primordial del presente trabajo investigativo estructurar las principales 
características de correlación entre el desarrollo del marco jurídico normativo interno en 
materia de reparación integral a víctimas y los desarrollos jurisprudenciales y 
consuetudinarios elaborados por la Corte Interamericana de Derechos Humanos y la 
Corte Penal Internacional, las cuales han fungido como órganos clave en el contexto del 
Derecho Internacional de los Derechos Humanos y el Derecho Internacional Humanitario, 
a través del análisis y aplicación del denominado Control de Convencionalidad.8 
 
Dicho Control de Convencionalidad se ha entendido como la obligación que tienen los 
jueces de la República de realizar no solamente un control de legalidad y 
constitucionalidad frente al caso en concreto, sino de igual forma un Control 
Convencional mediante la confrontación de las normas nacionales, incluidas las normas 
de rango constitucional,9 con las disposiciones consagradas en la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos por mandato de los artículos 1.1º y 2º; y de la cual Colombia 
es Estado Parte; y en caso de no hacerlo, correspondiéndole la competencia por vía de 
                                               
 
8
 Corte IDH. Caso Almonacid Arellano y otros Vs. Chile. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de septiembre de 2006. Serie C No. 154. 
9
 Corte IDH. Caso “La Última Tentación de Cristo“(Olmedo Bustos y otros) Vs. Chile. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de febrero de 2001. Serie C No. 73. 
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subsidiariedad a la Corte Interamericana de Derechos Humanos, según lo establecido en 
el artículo 2º de la precitada Convención.10  
 
Con ello es plausible, además de necesario, la formulación de un marco cualificado 
sistémico de reparación integral de las víctimas del conflicto armado en Colombia, 
aplicando en cada caso concreto, en lo referente a la participación procesal y la 
reparación en estricto sentido de las víctimas, los estándares jurídicos desarrollados por 
la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la Corte Penal 
Internacional, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos o bien el soft law o normas 
consuetudinarias desarrolladas en el seno de la Asamblea General de las Naciones 
Unidas tales como los Principios fundamentales de justicia para las víctimas de delitos y 
del abuso de poder11 o los Principios y Directrices básicos sobre el derecho de las 
víctimas de violaciones a las normas internacionales de derechos humanos y del derecho 
internacional humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones.12 
 
En síntesis, el presente trabajo investigativo busca configurar una sólida respuesta 
jurídico-normativa frente a las apremiantes necesidades en materia de reparación integral 
de las millones de víctimas en nuestro país, que atraviesa un interesante y prolífico 
debate jurídico – político a propósito de la entrada en vigencia de la Ley 1448 de 2011, 
conocida como Ley de Reparación de Víctimas y Restitución de Tierras. No obstante, es 
importante recalcar que para el acometido de la tarea anteriormente mencionada me 
ceñiré estrictamente a los derroteros del Derecho Penal Garantista, respondiendo a las 
exigencias de la constitucionalización del Derecho Internacional a través de la aplicación 
del Control de Convencionalidad en nuestra realidad jurídica, política y social.   
 
                                               
 
10
 Huertas Díaz, Omar y Otros. El Pacto de San José de Costa Rica. Convención Americana sobre 
Derecho Humanos. Grupo Editorial Ibáñez. Bogotá, Colombia. Año 2007. 
11
 Principios fundamentales de justicia para las víctimas de delitos y del abuso de poder. 
Adoptados por la Asamblea General en su Resolución 40/34, de 29 de noviembre de 1985. 
12
 Principios y Directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones a las normas 
internacionales de derechos humanos y del derecho internacional humanitario a interponer 
recursos y obtener reparaciones. Anexo al informe Final del relator especial sobre el derecho de 
restitución, indemnización y rehabilitación de las víctimas de violaciones graves de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales, E/CN.4/2000/6. Presentado a la Comisión de Derechos 
Humanos en 2000.  
 
Introducción 
Punto de Partida. La Dignidad Humana  
 
Resultaría infructuoso emprender el presente trabajo circundante al concepto de „víctima‟, 
sin tener como punto de partida, al igual que puerto de arribo, el concepto de Dignidad 
Humana.  
 
En efecto, en principio no es dable definir con exactitud y de forma exhaustiva el 
concepto “Dignidad Humana”, puesto que es una realidad primaria que resulta poco 
evidente y que no cabe esclarecer mediante conceptos notorios.13 No obstante, como 
hito histórico-teórico se ha establecido que es a partir del último cuarto del siglo XVIII -y 
hasta la actualidad- momento de las grandes Declaraciones de Derechos americanas y 
francesas que se entenderá por Dignidad Humana como lo más valioso, lo que no tiene 
precio, que exige un respeto inmediato, y en últimas como el derecho a tener derechos.14 
 
Lo anterior adquiere mayor relevancia cuando analizamos a Kant, quien establece que 
aquello que constituye la condición para que algo sea fin en sí mismo, no tiene 
meramente valor relativo o precio, sino un valor interno, a esto denomina dignidad, lo que 
se halla por encima de todo precio, y por tanto no admite nada equivalente.15 
 
Aunado a lo anterior, en lo que respecta al Derecho Penal como sistema normativo 
complejo en el cual se entrelaza en gran medida el respeto y garantía de los derechos de 
                                               
 
13
 Reinhard, Low. Problemas bioéticos del SIDA. En AA.VV., Bioética, Rialp. Madrid, España. Año 
1992. Pág. 100-111.   
14
 Fernández, Eusebio. Dignidad Humana y Ciudadanía Cosmopolita. Instituto de Derechos 
Humanos ―Bartolomé de las Casas‖ Universidad Carlos III de Madrid. Editorial DYKINSON. 
Madrid, España. Año 2004. Pág. 13. 
15
 Kant, Emmanuel. Fundamentación de la metafísica de las costumbres. Edición bilingüe y 
traducción de José Mardomingo. Editorial Ariel. Barcelona, España. Año 1996. Pág. 199.  
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las víctimas,16 debe plantearse con claridad que en el presente trabajo investigativo se 
adoptará una visión del derecho penal garantista, partiendo de la comprensión de las 
altas cargas que genera el ius puniendi en los derechos de los asociados.17 
 
Es así, como los desarrollos teóricos aquí establecidos se encaminarán a un continuo e 
irrefutable respeto de unos mínimos procesales tanto del victimario como de la víctima a 
través de la imposición de límites al ius puniendi mediante la implementación de los 
principios constitucionales que dan cuenta de una Ciencia Penal Integral erigida en los 
pilares de una Dogmática Penal garantista que imponga claras fronteras al poder de 
castigar del Estado; una Criminología nutrida de los elementos teóricos de la 
Criminología Crítica; y una Política Criminal democrática y alternativa que surja de una 
definición e implementación de políticas públicas coherentes y en consonancia con los 
valores de la sociedad civil, que den respuesta efectiva al control de la criminalidad, 
abandonando la tendencia estéril de los últimos lustros consistente en incrementar una y 
otra vez las penas a los diferentes tipos penales con los consabidos y evidentemente 
pobres resultados. 
 
Dichos conceptos enunciados anteriormente, se hallan integrados sistémicamente con 
una nueva re conceptualización de la ‗víctima‟ en relación con la reparación, la cual ya no 
se limita únicamente a la indemnización pecuniaria, sino que ha adquirido una nueva 
connotación propia de los avances de la constitucionalización del Derecho Internacional y 
que he desembocado en la denominada Reparación Integral,18 categoría conceptual que 
debe abordarse desde la perspectiva histórica caracterizada por las violaciones graves y 
sistemáticas de los Derechos Humanos, todo lo cual ha desembocado en el surgimiento 
de la denominada Cultura de las Víctimas. 
 
                                               
 
16
 Huertas Díaz, Omar y Otros. La Dimensión Internacional de los Derechos a la Verdad, a la 
Justicia y a la Reparación para las Víctimas de Violaciones a los Derechos Humanos –
Aproximaciones para su comprensión-. Grupo Editorial Ibáñez. Bogotá, Colombia. Año 2008. 
17
 Beccaria, Cesare. De los delitos y las penas. Editorial Universales. Bogotá, Colombia. Año 
2008.  
18
 Instituto Unidad de Investigaciones Jurídico Sociales Gerardo Molina - Unijus. Centro De 
Estudios Procesales ―CENDEPRO‖.  La intervención procesal de la víctima. Bogotá, Colombia. 
Año 2009. Pág. 229. 
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Éste concepto de Reparación Integral hace alusión a la pregunta ¿Cuál es la obligación 
del Estado frente a las violaciones de las disposiciones del Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos y el DIH? A lo cual se responde que el Estado es responsable, por 
acción o por omisión, de violar una norma del Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos o del Derecho Internacional Humanitario, estando, además obligado a reparar 
el daño causado y hacer cesar las consecuencias derivadas de la violación19.  
 
Más aun, la obligación de reparar emerge del conjunto de disposiciones de soft law así, 
como de los desarrollos consuetudinarios que se han dado a nivel internacional como 
parte del esfuerzo por brindar una sólida respuesta a las graves crisis de Derechos 
Humanos que se presentan a lo ancho del orbe y que han sido condensados en los 
Principios para la Protección y Promoción de los Derechos Humanos mediante la lucha 
contra la impunidad20, y de los Principios y Directrices básicas que rigen el Derecho de 
las Víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales de Derechos 
Humanos y de violaciones graves del Derecho Internacional Humanitario a interponer 
recursos y obtener reparaciones.21   
 
Luego la Reparación Integral incluye la indemnización de los daños y perjuicios sufridos 
con motivo del crimen, así como mecanismos individuales y colectivos de rehabilitación y 
restitución al igual que medidas de satisfacción de alcance general.22  
 
Todo ello con la intensión de que los efectos que deja la violencia y la vulneración a los 
Derechos Humanos desaparezca, garantizando a las generaciones futuras que no 
                                               
 
19
Nash, Claudio. Las reparaciones ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos (1988 - 
2007). En 
http://www.estadodederechocdh.uchile.cl/media/publicaciones/documentos/Reparaciones_CNR.p




 Fundación social Konrad Adenauer Una Mirada hacia adelante: elementos para la reparación 
colectiva en Colombia. Primera edición. Bogotá,  Colombia. Año 2006. 
22
 Revisado en: http://www.viva.org.co/caja_herramientas_contenido.htm?cmd[825]=x-825-
18812340&cmd[822]=x-822-18812333&cmd[874]=x-874-18812333&cmd[824]=c-1-
a7236c529daa5ae25bfab9e20cf3a86b. Consultado el 24 de abril de 2011.  
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vuelvan a repetirse, de allí, que los mecanismos o medidas adoptadas en materia de 
reparación no solo miren hacia el pasado.23 
 
En la actualidad, la reparación integral se manifiesta de diversas maneras, como es el 
caso de la restitución  o restitutio in integrum, es decir, el retorno del estado de cosas 
anterior al daño, la compensación, concepto ampliamente ligado al de indemnización y la 
rehabilitación, similar a la satisfacción, pero desde una perspectiva individual, que obliga 
al Estado de forma general.  
 
Como complemento de lo anterior, es en la Resolución sobre Principios y Directrices 
básicos, donde se consolida el derecho a la reparación de las víctimas de graves 
infracciones a los derechos humanos y al Derecho Internacional Humanitario, definiendo 
la reparación como la compensación proporcional a la gravedad de las violaciones y de 
los daños sufridos por acciones u omisiones del Estado, siendo su obligación repetir 
contra los autores materiales de los mismos, siendo, en caso de imposibilidad, que la 
responsabilidad subsidiaria del Estado pasa a ser principal, debiendo asumir todos los 
costos de la reparación de las víctimas.  
 
Finalmente, el concepto de Reparación Integral se amplia, no sólo a nivel nacional,24 
teniendo en cuenta la entrada en vigencia de la Ley 1448 de 2011, sino que de igual 
forma en el plano internacional se han venido desarrollando varias alternativas que dan 
cuenta del creciente papel de la víctima en el mosaico internacional; fenómeno que se ha 
acentuado con la constitucionalización del Derecho Internacional, teniendo como máxima 
expresión la evolución y desarrollo del Control de Convencionalidad, en detrimento de 
figuras como el denominado Bloque de Constitucionalidad propias de la 
internacionalización del Derecho Constitucional del siglo XX, y que en la actualidad no 
responden a las necesidades de protección y garantía de los derechos humanos, los 





a7236c529daa5ae25bfab9e20cf3a86b. Consultado el 24 de abril de 2011.  
24
 Huertas Díaz, Omar y Otros. Informe de Avance: Los Derechos y Garantías de la Víctima en el 
Sistema Penal Acusatorio Colombiano - ¿Avances en garantías Fundamentales o Impunidad 
Legitimada? Grupo Editorial Ibáñez. Bogotá, Colombia. Año 2007.  
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cuales se ven continuamente amenazados por los desarrollos económicos, tecnológicos 
y culturales propios de los albores del siglo XXI. 
 
Así, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, máxime interprete de la Convención 
Americana Sobre Derechos Humanos (Art. 62º), ha construido una consolidada 
interpretación del artículo 2º de la Convención, acerca del deber de adoptar disposiciones 
de derecho interno; concibiendo el concepto y aplicación del Control de 
Convencionalidad, entendido como la obligación que tienen los jueces de cada uno de 
los Estados Partes, de efectuar no sólo un control de legalidad y de constitucionalidad en 
los asuntos de su competencia, sino de integrar en el sistema de sus decisiones 
corrientes, las normas contenidas en la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos.  
 
A nivel de las normas constitucionales, la Corte Interamericana se ha pronunciado en 
sentencias como “La última tentación de Cristo contra Chile”25 en donde además de 
declarar la responsabilidad internacional del Estado chileno, le ordenó modificar el 
artículo 19º de su Constitución Política, a efectos de asegurar el cumplimiento del 
Derecho a la libertad de expresión, mediante la supresión de la censura previa.  
 
Dentro de la misma línea y en el nivel de las normas legales, la Corte Interamericana le 
ha ordenado a diversos Estados modificar normas de su sistema legislativo. Así, declaró 
que una norma del Código Penal de Ecuador era violatoria per se del artículo 2º de la 
Convención, lo que implicaba su retiro del Ordenamiento Jurídico; en igual sentido, le 
ordenó a Perú, que modificara las normas que permitían el juzgamiento de civiles por 
militares, a través de la ―justicia sin rostro‖, por ser contrarias a la Convención; y más 
recientemente, dispuso en contra de México, que en un plazo razonable, debía completar 
la adecuación de su derecho interno a la Convención, ajustando la legislación secundaria 
y las normas que reglamentan el juicio de protección de los derechos del ciudadano. 
 
                                               
 
25
 Corte IDH, Caso “La Última Tentación de Cristo” (Olmedo Bustos y otros) vs. Chile, Sentencia 
de 5 de febrero de 2001, Serie C No. 73; Barrios Altos vs. Perú (cit.), La Cantuta vs. Perú (cit.) y 
Tribunal Constitucional vs. Perú (cit.). 
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Es sobresaliente pues, que dicho Control Convencional ha sido elaborado desde la 
interpretación que de la Convención Americana ha hecho la Corte Interamericana, 
mediante la implementación de un sistema de precedentes, que involucra la 
obligatoriedad tanto de los puntos resolutivos de sus sentencias, como de los elementos 
doctrinales y las reglas jurisprudenciales dispuestas en la parte considerativa de sus 
fallos, genéricamente comprendidos bajo la denominación de “estándares”. 
 
Y es que con la internacionalización del Derecho Constitucional, propia del siglo XX, se 
hablaba de un proceso de inclusión del Derecho Internacional dentro del Derecho 
Constitucional interno de un Estado determinado, de modo tal, que las normas 
internacionales ocupaban un lugar definido dentro del sistema de fuentes del respectivo 
Estado; para el caso especifico de Colombia encontramos el artículo 93º de la 
Constitución Política, con la cual se da amplia acogida a la figura del Bloque de 
Constitucionalidad.  
 
Sin embargo, con la Constitucionalización del Derecho Internacional, se habla de un 
proceso distinto, en virtud del cual, se acepta que los tratados sobre derechos humanos 
tienen una dimensión constitucional, es decir, que son constituciones del orden 
internacional, que implican la supremacía y respeto de los Derechos Humanos. 
 
En síntesis, la apremiante situación de las víctimas del conflicto armado en Colombia, 
relegadas y afectadas como consecuencia de la orientación de la Política Criminal, la 
inadecuada implementación del Sistema Penal con tendencia acusatoria y la 
invisibilización por parte de la sociedad colombiana, han degenerado en una situación de 
continua victimización que no sólo degrada el respeto a la Dignidad Humana de las 
personas, sino que además, termina por conculcar todos los derechos de las víctimas. 
 
Frente a esta situación, es menester que el Estado colombiano despliegue herramientas 
jurídicas que se sintonicen con el desarrollo de la Constitucionalización del Derecho 
Internacional, mediante la implementación de institutos jurídicos como lo es el Control de 
Convencionalidad; elemento que además permitiría contrastar y delimitar los diferentes 
casos sometidos a la jurisdicción penal respecto de los lineamientos o parámetros 
establecidos por la profusa jurisprudencia de los tribunales internacionales al igual que en 
las herramientas conceptuales decantadas del soft law o los principios consuetudinarios. 
 
I. Perspectiva metodológica 
Será objeto de estudio del presente trabajo investigativo demostrar que el respeto, 
garantía y protección integral del Derecho a la Reparación Integral de las víctimas del 
conflicto armado dentro del contexto del Sistema Penal colombiano, como elemento 
esencial e integrador de la Dignidad Humana de la persona, requiere de la adecuación de 
un marco cualificado sistémico decantado del Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos y el Derecho Internacional Humanitario, a través de la aplicación del Control de 
Convencionalidad. 
 
Para lograr tal acometido, la metodología idónea para el presente trabajo investigativo, 
tiene como punto de partida la reconstrucción hermenéutica propia de las Ciencias 
Sociales, y con la cual se busca esbozar el panorama general del tema “Marco 
cualificado sistémico de reparación integral a víctimas del conflicto armado colombiano a 
través del control de convencionalidad”, proponiendo construcciones y deconstrucciones 
teórico conceptuales encaminadas al aporte de la creación del conocimiento.  
 
Sin embargo, el conocimiento debe mantener un punto de conexión constante con la 
realidad en aras de la aplicación de soluciones útiles e idóneas a fenómenos concretos y 
complejos que particularizan la cotidianidad. De allí que surja la necesidad propositiva del 
presente trabajo investigativo en materia de reparación integral a víctimas del conflicto 
armado en Colombia en consonancia con los postulados del Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos y el Derecho Internacional Humanitario. 
 
De allí que la orientación metodológica se encuentre encausada a partir de la 
recopilación bibliográfica, así como de datos y estadísticas, más aún, teniendo en cuenta 
la reciente Ley de Víctimas y Restitución de Tierras expedida por el Congreso de la 
República, y la cual enfrenta importantes desafíos político – jurídicos, que deben 
abordarse desde una perspectiva garantista que atienda a una idónea aplicación 
normativa dotada de eficacia jurídica y social. 
II Objetivo general 
Analizar en el contexto del Sistema Penal colombiano la implementación de un marco 
cualificado sistémico de Reparación Integral decantado de las disposiciones 
convencionales y consuetudinarias del Derecho Internacional de los Derechos Humanos 
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y el Derecho Internacional Humanitario a través del denominado Control de 
Convencionalidad que permita la construcción de una sólida respuesta jurídica respecto a 
la reparación de las víctimas del conflicto armado colombiano.  
 
III Objetivos específicos  
 Determinar las características del Sistema Penal colombiano, entendido este 
como la integración entre la Dogmática jurídica garantista, la Criminología Crítica 
y la Política Criminal Democrática en correlación con el marco jurídico de 
reparación integral a víctimas consagrado en la Ley 1448 de 2011.  
 
 Comprender la figura del Control de Convencionalidad, como herramienta jurídica 
que da cuenta de una adecuada implementación de las disposiciones del Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos y el Derecho Internacional Humanitario 
en materia de Reparación Integral a víctimas, respecto de las disposiciones de 
Ordenamiento Jurídico interno adoptando para ello los insumos de la 
Constitucionalización del Derecho Internacional. 
 
 
 Proponer las consecuencias resultantes de la aplicación del Control de 
Convencionalidad en la construcción de un marco cualificado sistémico de 
Reparación Integral a víctimas en el sistema jurídico colombiano a partir de la 




1. Capítulo 1 
1.1 Re conceptualización de la víctima en el 
Ordenamiento Jurídico colombiano 
En torno al concepto de „víctima‟ en nuestra legislación interna y en el ámbito 
internacional, se ha erigido un plus protector, bajo cuya égida se permite la intervención 
profunda de los organismos internacionales así como de las Altas Cortes de cada 
Estado, a fin de materializar los derechos inherentes a su condición.  
 Partiendo del indiscutible reconocimiento que otorgan los Estados, como quiera que 
jurídicamente están obligados a proteger los Derechos Humanos y, en consecuencia, se 
encuentran en la obligación de investigar las violaciones que se hayan cometido dentro 
del ámbito de su jurisdicción con el fin de identificar los responsables e imponerles las 
sanciones pertinentes, puesto que la omisión a esta exigencia genera un flagrante 
desconocimiento al derecho de las víctimas y sus familiares a conocer la verdad sobre lo 
sucedido, así como el acceso a la justicia y a una adecuada reparación.  
En efecto, la Constitución Política de 1991, los tratados internacionales y la 
jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, han impuesto 
tradicionalmente el deber - obligación al Estado colombiano de incorporar en la 
legislación interna normas que permitan prohibir las violaciones del derecho a la vida, la 
integridad y libertad personales, etc., dispensando castigo a los responsables, tal y como 
consta en la decisión del 11 de julio de 2007 de la Sala Penal de la Corte Suprema de 
Justicia, cuando estableció que no sólo incumbe al órgano legislativo: 
 “(…) sino a toda la institución estatal y a quienes deben resguardar la seguridad, sean 
éstas fuerzas de policía o fuerzas armadas. En razón de lo anterior, los Estados deben 
adoptar las medidas necesarias, no sólo a nivel legislativo, administrativo y judicial, 
mediante la emisión de normas penales y el establecimiento de un sistema de justicia 
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para prevenir, suprimir y castigar la privación de la vida como consecuencia de actos 
criminales, sino también para prevenir y proteger a los individuos de actos criminales de 
otros individuos e investigar efectivamente estas situaciones”26; con lo cual se denota con 
claridad la adopción del instituto jurídico del Bloque de Constitucionalidad decantado de 
la Internacionalización del Derecho Constitucional imperante en el siglo XX.  
Por su parte en el Sistema Interamericano, la jurisprudencia sobre los derechos de las 
víctimas ha ido evolucionado a partir de denuncias internacionales de derechos 
humanos27; luego de la apertura democrática en países que vivieron dictaduras en las 
décadas de los ‗70 y ‗80, particularmente en los casos de la auto amnistía en Chile, en 
Uruguay y en los casos contra Argentina por la promulgación de las leyes de Obediencia 
Debida y Punto Final, y de indultos presidenciales con posterioridad a la ratificación de la 
Convención28. 
Es así como sobre el concepto de víctima, la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos, señaló que:  
“La palabra „víctima‟ hace referencia a aquellos individuos que han sido afectados por la 
violación de sus derechos. La Comisión entiende que, en los casos en los cuales se 
produce una violación del derecho a la vida, la omisión del Estado de proveer recursos 
efectivos afecta a los familiares de la persona muerta, y por lo tanto, los transforma en 
„víctimas‟ indirectas de la violación al derecho a la protección judicial, definida en un 
sentido amplio, es decir, incluyendo el derecho a la reparación”29. 
A su vez, la declaración sobre los Principios Fundamentales de Justicia para las 
Víctimas de Delitos y del Abuso del Poder, establece que: 
 
                                               
 
26
 Corte IDH. Caso de la Masacre de Ituango vs. Colombia. Sentencia del 1 de julio de 2006. 
Véase http://www.corteidh.or.cr/casos.cfm. Consultado el 16 de junio de 2011.  
27
 Huertas Díaz, Omar y Otros. El Derecho al Debido Proceso y a las Garantías Judiciales en la 
Dimensión Internacional de los Derechos Humanos. Grupo Editorial Ibañez. Bogotá, Colombia. 
Año 2007.  
28
 Ramírez, Claudia Cecilia. Proyecto Regional Corte Penal Internacional y Justicia de Género. 
Corporación Sisma Mujer. 
29
 Corte IDH. Caso Raquel Martín de Mejía vs. Perú. Sentencia N° 10.970, informe No. 5/96. 
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“Se entenderá por „víctimas‟ a las personas que, individual o colectivamente, hayan 
sufrido daños, inclusive lesiones físicas o mentales, sufrimiento emocional, pérdida 
financiera o menoscabo sustancial de sus derechos fundamentales, como 
consecuencia de acciones u omisiones que violen la legislación penal vigentes en los 
Estados Miembros, incluida la que proscribe el abuso de poder.  
“Podrá considerarse „víctima‟ a una persona, con arreglo a la presente Declaración, 
independientemente de que se identifique, aprehenda, enjuicie o condene al 
perpetrador e independientemente de la relación familiar entre el perpetrador y la 
víctima. En la expresión „víctima‟ se incluye además, en su caso, a los familiares o 
personas a cargo que tengan relación inmediata con la víctima directa y a las 
personas que hayan sufrido daños al intervenir para asistir a la víctima en peligro o 
para prevenir la victimización”30. 
Por su parte, los principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de 
violaciones graves de los derechos humanos y las libertades fundamentales, establecen 
que: 
“Se entenderá por víctima a toda persona que haya sufrido daños individual o 
colectivamente, incluidas lesiones físicas o mentales, sufrimiento emocional, pérdidas 
económicas o menoscabo sustancial de sus derechos fundamentales, como 
consecuencia de acciones u omisiones que constituyan una violación manifiesta de las 
normas internacionales de derechos humanos o una violación grave del derecho 
internacional humanitario. Cuando corresponda, y en conformidad con el derecho interno, 
el término „víctima‟ también comprenderá a la familia inmediata o a las personas a cargo 
de la víctima directa y a las personas que hayan sufrido daños al intervenir para prestar 
asistencia a las víctimas en peligro o para impedir la victimización. 
(…)” 
 
                                               
 
30
 Declaración sobre los principios fundamentales de justicia para las víctimas de delitos y del 
abuso del poder, suscrita en el séptimo congreso de las Naciones Unidas sobre prevención del 
delito y tratamiento del delincuente. Adoptado mediante Resolución 40/34 del 29 de noviembre de 
1985. 
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Una persona será considerada víctima con independencia de si el autor de la violación ha 
sido identificado, aprehendido, juzgado o condenado y de la relación familiar que pueda 
existir entre el autor y la víctima”.31 
Finalmente, cabe citar el Estatuto de Roma –reglas de procedimiento y pruebas-, que 
trae las siguientes definiciones: 
“Sección III. Víctimas y testigos. Definición de Víctimas. 
a. Por víctimas se entenderá las personas naturales que hayan sufrido un 
daño como consecuencia de la comisión de algún crimen de la 
competencia de la Corte. 
 
b. Por víctimas se podrá entender también las organizaciones o 
instituciones que hayan sufrido daños directos a alguno de sus bienes 
que esté dedicado a la religión, la instrucción, las artes, las ciencias, la 
beneficencia y a sus monumentos históricos, hospitales y otros lugares y 
objetos que tengan fines humanitarios”.32 
 
En lo que concierne al orden interno, cabe señalar que la Carta Política de 1991 elevó a 
rango constitucional el concepto de „víctima‟ cuando en el numeral 4º del artículo 250º 
Superior (antes de la reforma introducida a través del Acto Legislativo No. 03 de 2002), 
señaló que el Fiscal General de la Nación debe ―velar por la protección de las víctimas‖.  
 
Además, del artículo 2º de la Carta, se deduce que en las investigaciones y 
procedimientos necesarios para esclarecer los hechos punibles, las autoridades en 
general, y las judiciales en particular, deben propender por el goce efectivo de los 
                                               
 
31
 Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones graves de los 
derechos humanos y las libertades fundamentales (Principios de Bassiouni). Adoptados por la 
Comisión de Derechos Humanos de la ONU mediante Resolución 2005/35.  
32
 Reglas de procedimiento y Prueba. Aprobadas por la Asamblea de Estados Partes en el 
Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional. Primer período de sesiones. Nueva York, 
Estados Unidos. Del 3 al 10 de septiembre de 2002. Entrada en vigor para Colombia en virtud de 
la Ley 1268 de 31 de diciembre de 2008.  
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derechos de todos los residentes en Colombia y la protección de bienes jurídicos de 
particular importancia para la vida en sociedad. 
 
Así, en cuanto a la finalidad de la intervención de las víctimas y perjudicados dentro del 
proceso penal, en un principio dicha intervención sólo estaba orientada a la reparación de 
perjuicios materiales, no obstante, dicha posibilidad evolucionó hacia una protección más 
integral de los derechos de la víctima y en la actualidad no se discute que también tienen 
interés en la verdad y la justicia. 
 
Lo anterior se ha decantado en la jurisprudencia constitucional que ha intentado 
responder a la necesidad de conciliar el alcance del Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos y del Derecho Internacional Humanitario, de los contenidos 
materiales del Debido Proceso, del Derecho de Igualdad, del Derecho de Participación y 
los derechos de las víctimas con las disposiciones del Derecho interno así como con 
todas las actuaciones de los servidores públicos, de allí que en la Sentencia C-228 de 
2002, se introdujo una importante modificación sobre los derechos de la parte civil en el 
proceso penal (en el sistema de la Ley 600 de 2000), concluyendo lo siguiente: 
“...tanto en el derecho internacional, como en el derecho comparado y en nuestro 
ordenamiento constitucional, los derechos de las víctimas y perjudicados por un hecho 
punible gozan de una concepción amplia -no restringida exclusivamente a una reparación 
económica- fundada en los derechos que ellas tienen a ser tratadas con dignidad, a 
participar en las decisiones que las afecten y a obtener la tutela judicial efectiva del goce 
real de sus derechos, entre otros, y que exige a las autoridades que orienten sus 
acciones hacia el restablecimiento integral de sus derechos cuando han sido vulnerados 
por un hecho punible. Ello sólo es posible si a las víctimas y perjudicados por un delito se 
les garantizan, a lo menos, sus derechos a la verdad, a la justicia y a la reparación 
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De tal manera que la víctima y los perjudicados por un delito tienen intereses adicionales 
a la mera reparación pecuniaria. Algunos de sus intereses han sido protegidos por la 
Constitución de 1991 y se traducen en tres derechos: 
1. El derecho a la verdad, esto es, la posibilidad de conocer lo que sucedió y en 
buscar una coincidencia entre la verdad procesal y la verdad real. Este derecho resulta 
particularmente importante frente a graves violaciones de los derechos humanos. 
2. El derecho a que se haga justicia en el caso concreto, es decir, el derecho a que 
no haya impunidad. 
3. El derecho a la reparación del daño que se le ha causado a través de una 
compensación económica, que es la forma tradicional como se ha resarcido a la víctima 
de un delito”33. 
La anterior decisión influyó en la jurisprudencia de la Corte Constitucional, pues a partir 
de entonces comprendió que los derechos de las víctimas de una conducta punible no se 
agotan en la reparación del daño patrimonial causado con el delito, ya que en un Estado 
social de Derecho, en el caso de delitos, la justicia para las víctimas no se obtiene con la 
simple reparación patrimonial, sino que es necesario, además, que se ejerzan y respeten 
sus derechos a la verdad en cuanto implica el derecho a que se determine la naturaleza, 
condiciones y modo en que ocurrieron los hechos y a que se descubran los responsables 
de tales conductas, y a la justicia en cuanto abarca la obligación del Estado a investigar 
lo sucedido, a perseguir a los autores y, de hallarlos responsables, a condenarlos. 
 
Luego, es claro que la re conceptualización de los derechos de las víctimas, a partir de la 
Constitución, se funda en varios principios y preceptos constitucionales, entre los cuales 
se destaca:  
 
                                               
 
33
 Corte Constitucional. Sentencia C-228 de 2002. En igual sentido Sentencia C-740 de 2001, 
Sentencia C-1149 de 2001 y Sentencia SU -1184 de 2001. 
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“(i) En el mandato de que los derechos y deberes se interpretarán de conformidad con los 
tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia (que a su vez 
se constituye en la cláusula angular del Bloque de Constitucionalidad aplicado en 
Colombia) (Art. 93 CP); (ii) en el hecho de que el Constituyente hubiese otorgado rango  
constitucional, a los derechos de las víctimas (Art. 250 núm. 6 y 7 CP); (iii) en el deber de 
las autoridades en general, y las judiciales en particular, de propender por el goce 
efectivo de los derechos de todos los residentes en Colombia y la protección de los 
bienes jurídicos (Art. 2° CP); (iv) en el principio de dignidad humana que promueve los 
derechos a saber qué ocurrió, y a que se haga justicia (Art.1° CP); (v) en el principio del 
Estado Social de Derecho que promueve la participación, de donde deviene que la 
intervención de las víctimas en el proceso penal no puede reducirse exclusivamente a 
pretensiones de carácter pecuniario; (vi) y de manera preponderante del derecho de 
acceso a la administración de justicia, del cual se derivan garantías como la de contar 
con procedimientos idóneos y efectivos para la determinación legal de los derechos y las 
obligaciones, la resolución de las controversias planteadas ante los jueces dentro de un 
término prudencial y sin dilaciones injustificadas, la adopción de decisiones con el pleno 
respeto del debido proceso, así como la existencia de un conjunto amplio y suficiente de 
mecanismos para el arreglo de controversias”34. 
Por su parte, la Corte Suprema de Justicia, en la ya citada decisión del 11 de julio de 
200735, destacó, además, que frente a las violaciones de los derechos humanos el 
Estado debe garantizar a las víctimas un recurso efectivo que ofrezca resultados o 
respuestas adecuadas36, lo cual significa que sólo se hace justicia y se obtiene eficacia 
del recurso efectivo, cuando quienes han sufrido la violación de los derechos humanos, 
obtienen verdad, justicia y reparación37.  
 
                                               
 
34
 Corte Constitucional. Sentencia C-454 de 2006. 
35
 Corte Suprema de Justicia. Sentencia Radicado No. 26.945. 
36
 Corte IDH. Caso Cesti Hurtado vs. Perú. Sentencia del 29 de septiembre de 1999. Véase 
http://www.corteidh.or.cr/casos.cfm. Consultado el 30 de agosto de 2011.  
37
 Corte IDH. Caso de las Palmeras vs. Colombia. Sentencia del 6 de diciembre de 2001. Véase 
http://www.corteidh.or.cr/casos.cfm. Consultado el 2 de noviembre de 2011.  
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En consecuencia, se observa que la figura de la víctima en la legislación interna ha sido 
particularizada a través de un sistema de garantías fundado en el principio de la tutela 
judicial efectiva38, de amplio reconocimiento internacional39, y con evidente acogida 
constitucional a través de los artículos 229º, 29º y 93º de la Carta. Este principio se 
caracteriza por establecer un sistema de garantías de naturaleza bilateral. Ello implica 
que garantías como el acceso a la justicia (Art. 229º); la igualdad ante los tribunales (Art. 
13º); la defensa en el proceso (Art. 29º); la imparcialidad e independencia de los 
tribunales40; la efectividad de los derechos (Arts. 2° y 228º); sean predicables tanto del 
acusado como de la víctima, involucrando el principio de legalidad, debido proceso en 
sentido estricto, derecho de defensa y sus garantías, así como el juez natural.41 
1.2 Los derechos de las víctimas: Una breve referencia a 
la jurisprudencia constitucional y al Derecho 
Internacional aplicable 
A continuación analizaremos la simbiosis ocasionada por la aplicación del Bloque de 
Constitucionalidad, entre la doctrina y jurisprudencia internacional en materia de Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos y la jurisprudencia de la Corte Constitucional 
respecto del alcance constitucional de los derechos de las víctimas y perjudicados con 
las conductas punibles.42   
                                               
 
38
 El principio de la tutela judicial efectiva encuentra ubicación constitucional en los artículos 29º y 
229º de la Carta Política, sin perjuicio de su ampliación por la vía del artículo 93º, que ha permitido 
el ingreso de las fuentes internacionales que consagran esta garantía. 
39
 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Artículo 14º; en igual sentido: Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, Artículo 25º. 
40
 Convención Americana sobre Derechos Humanos. Artículo 25º. 
41
 Corte Constitucional. Sentencia SU-1184 de 2001. 
42
 A partir de la sentencia C-293 de 1995, proferida con ocasión de la revisión de 
constitucionalidad del artículo 45 del Decreto 2700 de 1991 (oportunidad para la constitución de 
parte civil en el proceso penal), la Corte Constitucional dejó sentada la tesis acerca de la 
superación de la concepción meramente económica de la parte civil en el proceso penal. Esta 
doctrina fue reiterada en la Sentencia C-163 de 2000, sobre los artículos 47.7 (requisitos de la 
demanda de parte civil); 50 (rechazo de la demanda); y 55 parcial (sentencia condenatoria y 
pronunciamiento sobre los perjuicios) del Decreto 2700 de 1991. En la Sentencia C-1149 de 2001 
sobre los artículos 107, 108.3 y 305 (parcial) de la Ley 522 de 1999 (Código penal Militar), la Corte 
amplió la doctrina constitucional sobre los derechos de las víctimas, particularmente a conocer la 
verdad y a que se haga justicia, a los procesos de competencia de la justicia penal militar. En igual 
sentido la sentencia C-178 de 2002, declaró la inexequibilidad de los artículos 578 y 579 (parcial) 
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de la Ley 522 de 1999, “por la cual se expide el código penal militar”. En la Sentencia T-1267  de 
2001, se reiteró la doctrina sobre la superación de la concepción puramente patrimonial de los 
derechos de las víctimas, y el derecho a la participación activa en todo el proceso  que de tal 
concepción  se deriva. La Sentencia C- 228 de 2002 profundiza en la reconceptualización de la 
parte civil a partir de la Constitución de 1991, realizando un completo estudio de los derechos de 
las víctimas y los perjudicados con el delito,  señalando que éstos tienen intereses adicionales  a 
la mera reparación pecuniaria, que es la forma tradicional en que se ha resarcido a la víctima de 
un delito. Vemos así como se desarrolló los derechos a la verdad y a la justicia a la luz de los 
principios de la Constitución, y del derecho internacional apoyándose igualmente en una 
referencia al derecho comparado. En esta decisión se declara exequible el inciso 1° del artículo 
137 de la Ley 600 de 2002, en el sentido que la parte civil tiene derecho al resarcimiento, a la 
verdad y a la justicia. En la Sentencia C-578 de 2002, revisión de la Ley 742 de 2002, “por medio 
de la cual se crea el Estatuto de La Corte Penal Internacional”, se destacan la efectividad de los 
derechos de las víctimas y el propósito de evitar la impunidad. En la Sentencia C-805 de 2002, al 
revisar la constitucionalidad del artículo 392 de la Ley 600 de 2000, la Corte reiteró el alcance de 
los derechos  de las víctimas en sus dimensiones de verdad, justicia y reparación integral. En la 
Sentencia C- 875 de 2002, al  estudiar la constitucionalidad de los artículos 45 (parcial),  48 
(parcial) y 137 (parcial) de la Ley 600 de 2000, la Corte reiteró la finalidad de la parte civil en los 
términos establecidos en la sentencia C-228 de 2002, poniendo énfasis en que el interés de las 
víctimas y los perjudicados en participar en el proceso penal, trasciende el campo meramente 
subjetivo o individual. La Sentencia C-916 de 2002,  al efectuar el estudio de constitucionalidad 
del artículo 97 (indemnización por daños) de la Ley 599 de 2000, examinó la responsabilidad civil 
derivada del hecho punible, con énfasis en las nuevas estrategias que se han desarrollado en el 
derecho comparado para garantizar el resarcimiento de los perjuicios que van desde el 
reconocimiento de la posibilidad de buscar la reparación de los daños a través del mismo proceso 
penal en países en que no estaba permitido, hasta la creación de fondos públicos y sistemas de 
aseguramiento del riesgo de daño proveniente de los delitos violentos. En la Sentencia T- 556 de 
2002, la Corte reiteró la doctrina de los derechos de las víctimas en el proceso, con énfasis en la 
posibilidad de acceso a la justicia, y la protección de este derecho por vía de tutela cuando resulte 
vulnerado o amenazado. En la Sentencia C-04 de 2003, la Corte declaró la constitucionalidad 
condicionada del numeral 3° (parcial) del artículo 220 de la Ley 600 de 2000 sobre la procedencia 
de la acción de revisión. En esta sentencia se pone el énfasis en las obligaciones correlativas de 
investigación seria que corresponden al Estado, frente a los derechos de las víctimas no sólo a 
ser reparadas, sino a saber qué ocurrió y a que se haga justicia; deber que adquiere particular 
relevancia cuando se trata  de graves violaciones de derechos humanos. En la Sentencia C- 451 
de 2003, a propósito del estudio de constitucionalidad del artículo 323 de la Ley 600 de 2000, la 
Corte declaró el derecho de las víctimas a participar con plenas garantías en la fase de 
investigación previa. En la Sentencia C- 570 de 2003  la Corte realizó un estudio sobre las 
especiales prerrogativas que se derivan de la constitución de parte civil dentro del proceso penal, 
en contraste con la reclamación mediante acciones de la jurisdicción civil; prerrogativas que se 
derivan del plexo de derechos que a las víctimas de los delitos se han reconocido en el ámbito 
penal  (a saber la verdad, a que se haga justicia y a la reparación integral). La Sentencia C-775 de 
2003 estudió la constitucionalidad del artículo 21 de la ley 600 de 2000 sobre restablecimiento del 
derecho. Surge así pues la doctrina sobre la trilogía de derechos de que son titulares las víctimas: 
verdad, justicia y reparación, destacándose su valor como bienes cardinales de un Estado 
Social de Derecho. En la Sentencia C- 899 de 2003 se efectuó el estudio de constitucionalidad 
sobre los artículos 38 (parcial), 42, 48 (parcial), 52 (parcial), 55, 57 (parcial) de la Ley 600 de 
2000. En esta sentencia se destacó la relevancia de la explícita consagración del derecho de 
acceso a la administración de justicia (229) en la nueva conceptualización de los derechos de las 
víctimas, en particular de su derecho al proceso penal. En la Sentencia T- 694 de 2000, la Corte 
enfatizó en que los derechos de participación y de acceso a la administración de justicia, le 
confieren a la parte civil derechos y obligaciones similares a las de los demás sujetos procesales, 
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A partir de las facultades de interpretación decantadas del artículo 93º de la Constitución 
Política se abordó el alcance y protección de los Derechos Humanos conforme a  los 
estándares internacionales, así, la Corte Constitucional, acogiendo los desarrollos que el 
derecho y la doctrina internacionales efectuaron en relación con los derechos de las 
víctimas en los delitos graves conforme al Derecho Internacional, y haciendo extensivos 
sus principios y concepciones básicas, a las víctimas de los delitos en general, señaló 
que ―(…) las víctimas de los delitos tienen un derecho a la verdad y a la justicia, que 
desborda el campo de la simple reparación, tal y como lo ha señalado con claridad la 
doctrina internacional en materia de derechos humanos, que es relevante para interpretar 
el alcance de los derechos constitucionales (CP Art. 93º). Por ello, los derechos de las 
víctimas trascienden el campo puramente patrimonial”.43  
A partir de esta posición, se ha establecido el alcance de los derechos de las víctimas de 
la criminalidad compleja de que se ocupa el Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos y el Derecho Internacional Humanitario, aplicables a las víctimas de los delitos 
en general, de la siguiente manera:  
a. El derecho a la verdad 
                                                                                                                                              
 
lo cual implica, entre otras cosas  “solicitar las pruebas que considere conducentes para el 
esclarecimiento de la verdad o para demostrar la responsabilidad del sindicado, así como el 
derecho a recurrir las decisiones que afecten sus intereses”. En las Sentencias C-014 de 2004 y 
C-114 de 2004, la Corte hizo extensivo el concepto de víctima y el alcance constitucional de sus 
derechos a los afectados por las faltas disciplinarias.  En la Sentencia C-998 de 2004, la Corte 
ratificó la legitimidad de la parte civil (Art. 205 de la Ley 600 de 2000) para instaurar demanda de 
casación contra sentencia absolutoria. En la Sentencias C-1154 de 2005 y C-1177 de 2005, la 
Corte declaró la exequibilidad de algunas normas de la ley 600 de 2000, sobre archivo de 
diligencias (Art.79), e inadmisión de denuncia (Art. 69), condicionando la constitucionalidad a que 
tales decisiones fueran notificadas a las víctimas y al denunciante, respectivamente, a fin de 
preservar sus derechos. En la Sentencia C-591 de 2005, se estudió la constitucionalidad de varias 
disposiciones de la Ley 600 de 2000, se destacó en esta sentencia la relevancia de los derechos 
de las víctimas dentro del modelo procesal con tendencia acusatoria instaurado mediante el A.L. 
03 de 2002. En la Sentencia C-979 de 2005  a propósito de la demanda  contra los artículos 78, 
192.4, 327, 330 y 527 de la Ley 906 de 2004, la Corte realizó un pronunciamiento sobre la 
protección de las víctimas y los esquemas de justicia distributiva establecidos en el Sistema 
Procesal de tendencia acusatoria. En la Sentencia C-047 de 2006, se estudió la constitucionalidad 
de los artículos 176 (parcial) y 177 (parcial) de la Ley 906 de 2004, la Corte reiteró la doctrina 
referida a la tensión entre le derecho al non bis in ídem y el debido proceso contenido en la 
Sentencia C-04 de 2003 y C-979 de 2005, señalando que “en los casos de impunidad de 
violaciones a los derechos humanos y al derecho internacional humanitario, la búsqueda de un 
orden justo y los derechos de las víctimas desplazan la protección de la seguridad jurídica y la 
garantía del non bis in ídem. 
43
Corte Constitucional. Sentencia C-228 de 2002. 
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El conjunto de  principios para la protección y la promoción de los Derechos Humanos 
mediante la lucha contra la impunidad44 (principios 1° a 4º) incorporan en este derecho 
las siguientes garantías:  
(i) El derecho inalienable a la verdad;  
(ii) El deber de recordar; y 
(iii) El derecho de las víctimas a saber. 
El primero, comporta el derecho de cada pueblo a conocer la verdad acerca de los 
acontecimientos sucedidos y las circunstancias que llevaron a la perpetración de los 
crímenes. El segundo, consiste en el conocimiento por un pueblo de la historia de su 
opresión como parte de su patrimonio, comportándose con ello el deber de adoptar 
medidas adecuadas en aras del deber de recordar por parte el Estado. Y el tercero, 
determina que, independientemente de las acciones que las víctimas, así como sus 
familiares o allegados puedan entablar ante la justicia, tienen el derecho imprescriptible a 
conocer la verdad, acerca de las circunstancias en que se cometieron las violaciones, y 
en caso de fallecimiento o desaparición acerca de la suerte que corrió la víctima. 
El derecho a la verdad presenta así una dimensión colectiva cuyo fin es “preservar del 
olvido a la memoria colectiva”,45 y una dimensión individual cuya efectividad se realiza 
fundamentalmente en el ámbito judicial, a través del derecho de las víctimas a un recurso 
judicial efectivo, tal como lo ha reconocido la jurisprudencia de la Corte Constitucional.46 
Proyectando estos principios en el ámbito nacional, la jurisprudencia constitucional ha 
determinado que  el  derecho  de acceder a la verdad, implica que las personas tienen 
derecho a conocer qué fue lo que realmente sucedió en su caso, como quiera que la 
dignidad humana de una persona se ve afectada si se le priva de información que es vital 
                                               
 
44
 Conjunto de Principios para la protección y promoción de los derechos humanos mediante la 
lucha contra la impunidad. Anexo del Informe final del Relator Especial acerca de la cuestión de la 
impunidad de los autores de violaciones de los derechos humanos. E/CN.4/Sub2/1997/20/Rev.1. 
Presentado a la Comisión de Derechos Humanos en 1998. Estos principios fueron actualizados 
por la experta independiente Diane Orentlicher, de acuerdo con informe E/CN. 4/2005/102, 




 Corte Constitucional. Sentencias C-293 de 1995 y C-228 de 2002. 
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para ella, de allí que el acceso a la verdad aparece así íntimamente ligado al respeto de 
la Dignidad Humana, a la memoria y a la imagen de la víctima.47 
En cuanto al derecho a la verdad ejercido dentro de los procesos para el 
restablecimiento o la transición hacia la democracia y la paz, el Conjunto de Principios 
de que se viene hablando precisa que no se trata solamente del derecho individual que 
tiene toda víctima o sus parientes a saber ¿Qué pasó? Sino que también se trata de un 
derecho colectivo que tiene su razón de ser en la necesidad de prevenir que las 
violaciones se reproduzcan. En tal virtud, se tiene a cargo del Estado, el "deber de la 
memoria" a fin de prevenir las deformaciones de la historia.48   
En cuanto a las víctimas y sus familias, los Principios definen que ellas tienen “el derecho 
imprescriptible a conocer la verdad acerca de las circunstancias en que se cometieron las 
violaciones y, en caso de fallecimiento o desaparición, acerca de la suerte que corrió la 
víctima”.49  
                                               
 
47
 Corte Constitucional. Sentencias T- 443 de 1994, M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz; Sentencia  C- 
293 de 1995, M.P. Carlos Gaviria Díaz. 
48
Conjunto de Principios para la protección y promoción de los derechos humanos mediante la 
lucha contra la impunidad. Anexo del Informe final del Relator Especial acerca de la cuestión de la 
impunidad de los autores de violaciones de los derechos humanos. E/CN.4/Sub2/1997/20/Rev.1. 
Presentado a la Comisión de Derechos Humanos en 1998. Estos principios fueron actualizados 
por la experta independiente Diane Orentlicher, de acuerdo con informe E/CN. 4/2005/102, 
presentado a la Comisión de Derechos Humanos. Al respecto:  Principio 2. El Derecho 
Inalienable a la Verdad.  Cada pueblo tiene el derecho inalienable a conocer la verdad acerca de 
los acontecimientos sucedidos en el pasado en relación con la perpetración de crímenes 
aberrantes y de las circunstancias y los motivos que llevaron, mediante violaciones masivas o 
sistemáticas, a la perpetración de esos crímenes. El ejercicio pleno y efectivo del derecho a la 
verdad proporciona una salvaguardia fundamental contra la repetición de tales violaciones.  
Principio 3. El Deber de Recordar. El conocimiento por un pueblo de la historia de su opresión 
forma parte de su patrimonio y, por ello, se debe conservar adoptando medidas adecuadas en 
aras del deber de recordar que incumbe al Estado para preservar los archivos y otras pruebas 
relativas a violaciones de los derechos humanos y el derecho humanitario y para facilitar el 
conocimiento de tales violaciones. Esas medidas deben estar encaminadas a preservar del olvido 
la memoria colectiva y, en particular, evitar que surjan tesis revisionistas y negacionistas. 
49
 Ibídem. Principio 4. El Derecho de las Víctimas a Saber. Independientemente de las acciones 
que puedan entablar ante la justicia, las víctimas y sus familias tienen el derecho imprescriptible a 
conocer la verdad acerca de las circunstancias en que se cometieron las violaciones y, en caso de 
fallecimiento o desaparición, acerca de la suerte que corrió la víctima.  
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A fin de lograr los anteriores objetivos, los Principios contienen dos categorías de 
propuestas: una se refiere a la conveniencia de que los Estados en proceso de 
consolidación de la democracia o de adelantamiento de procesos de paz y vuelta al 
Estado de Derecho pongan en marcha en el corto plazo comisiones no judiciales de 
investigación. La segunda serie de medidas tiende a preservar los archivos que tengan 
relación con las violaciones de Derechos Humanos.  
b. El derecho a que se haga justicia en el caso concreto, es decir, el derecho a que no 
haya impunidad 
Este derecho incorpora una serie de garantías para las víctimas de los delitos que se 
derivan de unos correlativos deberes para las autoridades, que pueden sistematizarse 
así: 
(i) El deber del Estado de investigar y sancionar adecuadamente a los autores y 
partícipes de los delitos;  
 
(ii) El derecho de las víctimas a un recurso judicial efectivo;  
 
(iii) El deber de respetar en todos los juicios las reglas del debido proceso. 
La jurisprudencia constitucional ha señalado que el derecho de acceso a la justicia, tiene 
como uno de sus componentes naturales el derecho a que se haga justicia. Este derecho 
involucra un verdadero derecho constitucional al proceso penal50, y el derecho a 
participar en el proceso penal51, por cuanto el derecho al proceso en el Estado 
democrático debe ser eminentemente participativo.  
Esta participación se expresa en "(…) que los familiares de la persona fallecida y sus 
representantes legales serán informados de las audiencias que se celebren, a las que 
                                               
 
50
 Corte Constitucional. Sentencia C-412 de 1993, M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz. 
51
 Corte Constitucional. Sentencia C-275 de 1994, M.P. Alejandro Martínez Caballero. 
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tendrán acceso, así como a toda información pertinente a la investigación y tendrán 
derecho a presentar otras pruebas"52. 
c. El derecho a un recurso justo y eficaz 
Este derecho implica que toda víctima tenga la posibilidad de hacer valer sus derechos 
beneficiándose de un recurso justo y eficaz, principalmente para conseguir que su 
agresor sea juzgado, obteniendo su reparación. Lo anterior, dicen los Principios, por 
cuanto “no existe reconciliación justa y durable sin que sea aportada una respuesta 
efectiva a los deseos de justicia”.53  
Ahora bien, también se establece en los Principios que “(e)l derecho a la justicia confiere 
al Estado una serie de obligaciones: la de investigar las violaciones, perseguir a sus 
autores y, si su culpabilidad es establecida, de asegurar su sanción. Si la iniciativa de 
investigar corresponde en primer lugar al Estado, las reglas complementarias de 
procedimiento deben prever que todas las víctimas puedan ser parte civil y, en caso de 
carencia de poderes públicos, tomar ella misma la iniciativa”54  
Prima facie, la competencia de los tribunales nacionales debe ser la norma, pero cuando 
dichos tribunales no estén en condiciones de hacer justicia imparcial o se encuentren en 
la imposibilidad material de funcionar, debe estudiarse la competencia de un tribunal 
internacional  ad hoc,  o bien de un tribunal internacional permanente, como la Corte 
Penal Internacional. En todo caso, las reglas de procedimiento deben responder a 
criterios del debido proceso.55  
                                               
 
52
 Principios relativos a una eficaz prevención e investigación de las ejecuciones extrajudiciales, 
arbitrarias o sumarias. Aprobado por el Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas, 
mediante Resolución 1989/65 del 29 de mayo de 1989, y ratificado por la Asamblea General, 
mediante Resolución 44/162 del 15 de diciembre de 1989. Citado en la Sentencia C-293 de 1995. 
53
 Conjunto de Principios para la protección y promoción de los derechos humanos mediante la 
lucha contra la impunidad. Anexo del Informe final del Relator Especial acerca de la cuestión de la 
impunidad de los autores de violaciones de los derechos humanos. E/CN.4/Sub2/1997/20/Rev.1. 
Presentado a la Comisión de Derechos Humanos en 1998. Estos principios fueron actualizados 
por la experta independiente Diane Orentlicher, de acuerdo con informe E/CN. 4/2005/102, 




 Sobre la competencia complementaria de los tribunales internacionales, en los Principios se lee 
lo siguiente:  
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En cuanto a la figura jurídica de la prescripción de la acción penal o de las penas, los 
Principios afirman que ella no puede ser opuesta a los crímenes graves que según el 
derecho internacional sean considerados crímenes contra la humanidad.56 La 
prescripción tampoco puede correr durante el período donde no existe un recurso eficaz.  
Asimismo, no se puede oponer a las acciones civiles, administrativas o disciplinarias 
ejercidas por las víctimas. Respecto de la amnistía, se indica que no puede ser otorgada 
a los autores de violaciones, en tanto las víctimas no hayan obtenido justicia por la vía 
de un recurso eficaz. Debe carecer, además, de efecto jurídico alguno sobre las 
acciones de las víctimas relacionadas con el derecho a reparación.  
En cuanto a la disminución de las penas, se indica que “en el marco de un proceso de 
restablecimiento de la democracia o de transición hacia ella, se suelen adoptar leyes 
sobre los arrepentidos; éstas pueden ser causa de disminución de la pena, pero no 
deben exonerar totalmente a los autores; se debe hacer una distinción, en razón de los 
riesgos tomados por su autor, según éste haya hecho sus revelaciones durante el 
período en el que se cometían las violaciones graves o después de este período”.57 
d. El derecho a la reparación integral del daño que se ha ocasionado a la víctima o a los 
perjudicados con el delito 
El derecho de reparación, conforme al derecho internacional contemporáneo también 
presenta una dimensión individual y otra colectiva. Desde su dimensión individual abarca 
                                                                                                                                              
 
“Principio 20. Competencia de los Tribunales Penales Internacionales e 
Internacionalizados. La competencia territorial de los tribunales nacionales en principio sigue 
siendo la norma en lo tocante a los delitos graves con arreglo al derecho internacional. De 
conformidad con las disposiciones de sus estatutos, podrá admitirse la competencia concurrente 
de un tribunal penal internacional o de un tribunal penal internacionalizado cuando los tribunales 
nacionales no ofrezcan garantías satisfactorias de independencia e imparcialidad o cuando les 
resulte materialmente imposible desempeñar debidamente sus investigaciones o su seguimiento 
de una causa criminal o no estén dispuestos a ello. 
56
 Huertas Días, Omar y Otros. El Derecho a la Vida en la Perspectiva del Derecho Internacional 
de los Derechos Humanos. Grupo Editorial Ibañez. Bogotá, Colombia. Año 2007.  
57
 Conjunto de Principios para la protección y promoción de los derechos humanos mediante la 
lucha contra la impunidad. Anexo del Informe final del Relator Especial acerca de la cuestión de la 
impunidad de los autores de violaciones de los derechos humanos. E/CN.4/Sub2/1997/20/Rev.1. 
Presentado a la Comisión de Derechos Humanos en 1998. Estos principios fueron actualizados 
por la experta independiente Diane Orentlicher, de acuerdo con informe E/CN. 4/2005/102, 
presentado a la Comisión de Derechos Humanos. 
24 Marco cualificado sistémico de reparación integral a víctimas del conflicto 
armado colombiano a través del control de convencionalidad 
 
todos los daños y perjuicios sufridos por la víctima, y comprende  la adopción de medidas 
individuales relativas al derecho de (i) restitución, (ii)  indemnización, (iii)  rehabilitación, 
(iv) satisfacción y (v) garantía de no repetición.  
En su dimensión colectiva, involucra medidas de satisfacción de alcance general como la 
adopción de medidas encaminadas a restaurar, indemnizar o readaptar los derechos de 
las colectividades o comunidades directamente afectadas por las violaciones ocurridas.58  
La integralidad de la reparación comporta la adopción de todas las medidas necesarias 
tendientes a hacer desaparecer los efectos de las violaciones cometidas, y a devolver a 
la víctima al estado en que se encontraba antes de la violación. 
Todos estos principios, que conforme al Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos contemporáneo y a la jurisprudencia constitucional concurren a integrar 
el complejo de derechos de que son titulares las víctimas de los delitos, presentan 
relaciones de conexidad e interdependencia; así lo reconoció la Corte 
Constitucional cuando estableció que: 
“Los principios adoptados por la comunidad internacional propenden por el 
respeto hacia los derechos a la verdad, la justicia y la reparación, que se 
reconocen a las víctimas de los delitos graves según el derecho internacional.  En 
este sentido, la verdad, la justicia y la reparación se erigen como bienes 
cardinales de toda sociedad que se funde en un orden justo y de pacífica 
convivencia, entre los cuales median relaciones de conexidad e interdependencia, 
de manera tal que: No es posible lograr la justicia sin la verdad.  No es posible 
llegar a la reparación sin la justicia”.59 (Subrayado fuera del texto original). 
Así, se ha destacado en la jurisprudencia constitucional que tanto la Declaración 
Americana de Derechos del Hombre60 como la Declaración Universal de Derechos 
                                               
 
58
 Conjunto de principios para la protección y promoción de los derechos humanos mediante la 
lucha contra la impunidad. Artículo 33. 
59
 Corte Constitucional. Sentencia C-775 de 2003, M.P. Jaime Araújo Rentaría. 
60
 Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, OAS Res. XXX, aprobada en la 
Novena Conferencia Internacional Americana (1948), reimprimido en Documentos Básicos 
Concernientes a los Derechos Humanos en el Sistema Interamericano, OEA/Ser. L.V/IL82 doc.6 
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Humanos61, marcan una tendencia en el Derecho Internacional por desarrollar 
instrumentos que garanticen el derecho de todas las personas a una tutela judicial 
efectiva de sus derechos,62 a través de la cual no sólo obtengan reparación por el daño 
sufrido, sino también se garanticen sus derechos a la verdad y a la justicia.63  
 
Esa tendencia del Derecho Internacional también está presente en el sistema de 
Naciones Unidas, así, la Asamblea General de las Naciones Unidas aprobó por consenso 
la Declaración sobre los principios fundamentales de justicia para las víctimas de delitos 
y del abuso de poder, según la cual las víctimas "(…) tendrán derecho al acceso a los 
mecanismos de la justicia y a una pronta reparación del daño que hayan sufrido" y para 
ello es necesario que se permita "(…) que las opiniones y preocupaciones de las víctimas 
sean presentadas y examinadas en etapas apropiadas de las actuaciones, siempre que 
estén en juego sus intereses, sin perjuicio de los del acusado y de acuerdo con el 
sistema nacional de justicia penal correspondiente".64 
                                                                                                                                              
 
rev.1 p. 17 (1992). Artículo XVIII. Derecho de justicia. Toda persona puede concurrir a los 
tribunales para hacer valer sus derechos. Asimismo debe disponer de un procedimiento sencillo y 
breve por el cual la justicia lo ampare contra actos de la autoridad que violen, en perjuicio suyo, 
alguno de los derechos fundamentales consagrados constitucionalmente. 
61
 Declaración Universal de Derechos Humanos, A.G. res. 217 A (III), ONU Doc. A/810 p. 71 
(1948). Artículo 8. Toda persona tiene derecho a un recurso efectivo, ante los tribunales 
nacionales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales 
reconocidos por la constitución o por la ley. 
62
 Huertas Díaz, Omar y Otros. Convención Americana de Derechos Humanos. Doctrina y 
Jurisprudencia 1980 – 2005. Grupo Editorial Ibáñez. Bogotá, Colombia. Año 2005.  
63
 Corte IDH. Garantías Judiciales en Estados de Emergencia (Arts. 27.2º, 25º y 8º de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos), Opinión Consultiva OC-9/87 del 6 de octubre 
de 1987, Serie A No. 9, párrafo. 24. 
64
 Declaración sobre los principios fundamentales de justicia para las víctimas de delitos y del 
abuso de poder, Adoptada por la Asamblea General en su resolución 40/34, de 29 de noviembre 
de 1985. Acceso a la justicia y trato justo. ―4. Las víctimas serán tratadas con compasión y respeto 
por su dignidad. Tendrán derecho al acceso a los mecanismos de la justicia y a una pronta 
reparación del daño que hayan sufrido, según lo dispuesto en la legislación nacional. 5. Se 
establecerá y reforzarán, cuando sea necesario, mecanismos judiciales y administrativos que 
permitan a las víctimas obtener reparación mediante procedimientos oficiales u oficiosos que sean 
expeditos, justos, poco costosos y accesibles. Se informará a las víctimas de sus derechos para 
obtener reparación mediante esos mecanismos. 6. Se facilitará la adecuación de los 
procedimientos judiciales y administrativos a las necesidades de las víctimas: a) Informando a las 
víctimas de su papel y del alcance, el desarrollo cronológico y la marcha de las actuaciones, así 
como de la decisión de sus causas, especialmente cuando se trate de delitos graves y cuando 
hayan solicitado esa información; b) Permitiendo que las opiniones y preocupaciones de las 
víctimas sean presentadas y examinadas en etapas apropiadas de las actuaciones siempre que 
estén en juego sus intereses, sin perjuicio del acusado y de acuerdo con el sistema nacional de 
justicia penal correspondiente; c) Prestando asistencia apropiada a las víctimas durante todo el 
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Este derecho implica tanto medidas individuales como medidas generales y colectivas.  
 
Al respecto encontramos las siguientes: 
 “En el plano individual, las víctimas, ya sean víctimas directas, parientes o personas a 
cargo, deben beneficiarse de un recurso eficaz. (…) Este derecho comprende los tres 
tipos de medidas siguientes:  
 a) Medidas de restitución (tendentes a que la víctima pueda volver a la situación 
anterior a la violación);  
b) Medidas de indemnización (perjuicio síquico y moral, así como pérdida de una 
oportunidad, daños materiales, atentados a la reputación y gastos de asistencia 
jurídica); y  
c) Medidas de readaptación (atención médica que comprenda la atención psicológica 
y psiquiátrica)”.65  
En el plano colectivo, los lineamientos del ―Conjunto de Principios‖ mencionan que  “(…) 
las medidas de carácter simbólico, a título de reparación moral, tales como el 
reconocimiento público y solemne por parte del Estado de su responsabilidad, las 
declaraciones oficiales restableciendo a las víctimas su dignidad, las ceremonias 
conmemorativas, las denominaciones de vías públicas, los monumentos, permiten asumir 
mejor el deber de la memoria”.66 
e. Garantía de no repetición de las violaciones 
                                                                                                                                              
 
proceso judicial; d) Adoptando medidas para minimizar las molestias causadas a las víctimas, 
proteger su intimidad, en caso necesario, y garantizar su seguridad, así como la de sus familiares 
y la de los testigos en su favor, contra todo acto de intimidación y represalia; e) Evitando demoras 
innecesarias en la resolución de las causas y en la ejecución de los mandamientos o decretos que 
concedan indemnizaciones a las víctimas. 7. Se utilizarán, cuando proceda, mecanismos oficiosos 
para la solución de controversias, incluidos la mediación, el arbitraje y las prácticas de justicia 
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Conforme a los Principios provenientes del Informe Joinet, como es conocida también 
esta Declaración,  las mismas causas producen los mismos efectos, por lo cual “(…) tres 
medidas se imponen para evitar que las víctimas no sean de nuevo confrontadas a 
violaciones que puedan atentar contra su dignidad:  
“a) Disolución de los grupos armados paramilitares: se trata de una de las medidas 
más difíciles de aplicar porque, si no va acompañada de medidas de reinserción, el 
remedio puede ser peor que la enfermedad;  
“b) Derogación de todas las leyes y jurisdicciones de excepción y reconocimiento del 
carácter intangible y no derogable del recurso de habeas corpus; y  
“c) Destitución de los altos funcionarios implicados en las violaciones graves que han 
sido cometidas. Se debe tratar de medidas administrativas y no represivas con 
carácter preventivo y los funcionarios pueden beneficiarse de garantías”.67 
1.2 La posición de la víctima en el sistema procesal penal instaurado por la Ley 906 
de 2004  
El Acto Legislativo No. 03 de 2002 por el cual se reformó la Constitución Política para 
introducir un sistema de investigación y enjuiciamiento criminal de tendencia acusatoria, 
asignó a la Fiscalía General de la Nación unas específicas funciones en relación con las 
víctimas de los delitos. Así, en su artículo 2° que reformó el artículo 250º de la 
Constitución Política se estableció que, “En ejercicio de sus funciones la Fiscalía General 
de la Nación deberá: 
(…)” 
6. Solicitar ante el juez de conocimiento las medidas judiciales necesarias para la 
asistencia a las víctimas, lo mismo que disponer el restablecimiento del derecho y la 
reparación integral a los afectados con el delito. 




28 Marco cualificado sistémico de reparación integral a víctimas del conflicto 
armado colombiano a través del control de convencionalidad 
 
7. Velar por la protección de las víctimas, los jurados, los testigos y demás intervinientes 
en el proceso penal, la ley fijará los términos en que podrán intervenir las víctimas en el 
proceso penal y los mecanismos de justicia restaurativa”68. 
De esta consagración constitucional de los derechos de las víctimas se derivan dos 
fundamentos constitucionales relevantes: (i) la especial consideración que el texto 
constitucional confiere a la protección de las víctimas, y (ii) la ampliación de las 
competencias que la Constitución asigna a la Fiscalía en relación con las víctimas de los 
delitos, en materia de asistencia y de restablecimiento del derecho y reparación integral. 
La explícita consagración constitucional de la víctima como sujeto que merece especial 
consideración en la relación penal, se deriva de la profundización de las relaciones entre 
el Derecho Constitucional y el Derecho Penal del Estado Social de Derecho, que 
promueve una concepción de la Política Criminal respetuosa de los Derechos 
Fundamentales de todos los sujetos e intervinientes en el proceso. Los intereses de la 
víctima, elevados a rango constitucional se erigen así en factor determinante de los fines 
del proceso penal que debe apuntar hacia el orden social. 
Esta consagración constitucional de la víctima como elemento constitutivo del sistema 
penal, es así mismo coherente con los paradigmas de procuración de justicia 
provenientes del Derecho Internacional, que han sido acogidos por la jurisprudencia de la 
Corte Constitucional.  
La determinación de una posición procesal de la víctima en el proceso penal conforme a 
esos paradigmas, debe establecerse tomando como punto de partida un sistema de 
garantías fundado en el principio de la tutela judicial efectiva, de amplio reconocimiento 
internacional69, y con evidente acogida constitucional a través de los artículos 229º, 29º y 
93º de la Carta, decantados en varios pronunciamientos que ha realizado la Corte 
Constitucional sobre el modelo de enjuiciamiento con tendencia acusatoria, así: 
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 Acto legislativo No. 03 de 2002. Artículo 2.  
69
 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Artículo 14º.  En igual sentido Convención 
Americana sobre Derechos Humanos. Artículo 25º. 
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a. Ha señalado la Corte que la reforma introducida por el Acto Legislativo No. 03 de 
2002, adoptó  un perfil de tendencia acusatoria, tomando algunos rasgos de este 
sistema, sin que pueda afirmarse que se trata de un sistema acusatorio puro:  
“La reforma de los artículos 116º, 250º y 251º de la Constitución pretende, así, instaurar 
un “nuevo sistema”, que abandone la tendencia mixta diseñada por el Constituyente de 
1991, y adopte un perfil de tendencia acusatoria, sin que ello signifique haber adoptado 
un esquema acusatorio puro. El alcance de esta reforma y sus implicaciones serán 
desarrolladas por el legislador y precisadas por la jurisprudencia (…)”70. 
 (…)  
Tal sucede con el sistema penal colombiano, que con posterioridad al Acto Legislativo 
No. 03 de 2002, adoptó varios de los rasgos propios del modelo acusatorio, pero al 
mismo tiempo mantuvo algunas de las características del sistema mixto: en términos 
generales, la reforma se orienta hacia la adopción de un sistema acusatorio, con una 
clara separación de las funciones de investigación, acusación y juzgamiento, así como 
un juicio oral, público, concentrado y contradictorio en el cual podrán participar 
jurados”71. 
b. También ha señalado que si bien el nuevo sistema introduce rasgos del modelo 
acusatorio, mantiene su propia especificidad, sin que se le pueda adscribir o 
asimilar un sistema acusatorio de tradición anglosajona o continental europea, al 
respecto: 
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 Informe de Ponencia para segundo debate en la segunda vuelta del proyecto de Acto 
Legislativo: “Los temas originales y centrales de la reforma tienen que ver con el cambio de 
funciones de la Fiscalía General de la Nación… El proyecto propone el ajuste del juzgamiento 
penal a los cánones internacionales de derechos humanos, a los cuales Colombia se ha 
comprometido a través de la suscripción y ratificación de los instrumentos internacionales que a 
ellos obligan, entre otros, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 1966 y el Pacto 
de San José de Costa Rica de 1969. Igualmente, la adopción el sistema que se pretende acoger 
con esta reforma, que es un proceso de partes, controversial o contradictorio, simplemente aspira 
a colocarse al nivel de los estándares internacionales, toda vez que ha sido adoptado por la Corte 
Penal Internacional, recientemente acogido por nuestro país”. 
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 Corte Constitucional. Sentencia C-873 de 2003, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa.  
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“Las menciones generales sobre el nuevo sistema procesal penal, citadas anteriormente, 
permiten advertir que se trata de un nuevo modelo que presenta características 
fundamentales especiales y propias, que no permiten adscribirlo o asimilarlo, prima facie, 
a otros sistemas acusatorios como el americano o el continental europeo”72.   
c. También indicó la Corte Constitucional que el nuevo sistema no se puede 
catalogar como un modelo típicamente adversarial, en donde el juez funge como 
árbitro entre dos partes que se enfrentan en igualdad de condiciones, ya que el 
juez cumple un papel activo de garante de los derechos del imputado o acusado y 
de las víctimas, así: 
“El nuevo diseño no corresponde a un típico proceso adversarial entre dos partes 
procesales que se reputa se encuentran en igualdad de condiciones; por un lado, un ente 
acusador, quien pretende demostrar en juicio la solidez probatoria de unos cargos 
criminales, y por el otro, un acusado, quien busca demostrar su inocencia. En desarrollo 
de la investigación las partes no tienen las mismas potestades, y la misión que 
corresponde desempeñar al juez, bien sea de control de garantías o de conocimiento, va 
más allá de la de ser un mero árbitro regulador de las formas procesales, sino en buscar 
la aplicación de una justicia material, y sobre todo, en ser un guardián del respeto de los 
derechos fundamentales del indiciado o sindicado, así como de aquellos de la víctima, en 
especial, de los derechos de ésta a conocer la  verdad sobre lo ocurrido, a acceder a la 
justicia y a obtener una reparación integral, de conformidad con la Constitución y con los 
tratados internacionales que hacen parte del bloque de constitucionalidad”.73(Subrayado 
fuera del original).  
d. El  sistema procesal penal configurado por la Ley 906 de 2004 pone el acento en 
la garantía de los derechos fundamentales de quienes intervienen en el proceso 
(inculpado o víctima), con prescindencia de su designación de parte o sujeto 
procesal: 
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 Corte Constitucional. Sentencia C- 591 de 2005. M.P. Clara Inés Vargas Hernández. 
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 Ibídem. 
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“Se diseñó desde la Constitución un sistema procesal penal con tendencia acusatoria, 
desarrollado por la Ley 906 de 2004, con acento en la garantía de los derechos 
fundamentales del inculpado, para la definición de la verdad y la realización efectiva de la 
justicia, teniendo presentes los derechos de las víctimas. Se estructuró un nuevo modelo 
de tal manera, que toda afectación de los derechos fundamentales del investigado por la 
actividad de la Fiscalía, queda decidida en sede jurisdiccional, pues un funcionario 
judicial debe autorizarla o convalidarla en el marco de las garantías constitucionales, 
guardándose el equilibrio entre la eficacia del procedimiento y los derechos del implicado 
mediante la ponderación de intereses, a fin de lograr la mínima afectación de derechos 
fundamentales”74.  
e. Finalmente, la Corte Constitucional introdujo una regla de interpretación de 
particular relevancia consistente en que el Acto Legislativo No. 03 de 2002, por el 
cual se brindaron las bases constitucionales para la instauración del sistema de 
tendencia acusatoria, se limitó a modificar algunos artículos de la parte orgánica 
de la Constitución (116º, 250º y 251º), dejando intacta su parte dogmática, con lo 
cual: 
“Cabe asimismo señalar que el Acto Legislativo No. 03 de 2002 introdujo únicamente 
cambios en ciertos artículos de la parte orgánica de la Constitución, mas no en la 
dogmática. De allí la necesidad de interpretar tales modificaciones a la luz de 
determinadas disposiciones constitucionales, en especial, los artículos 6º, 15º, 28º, 29º, 
30º, 31º y 32º, e igualmente, por la vía del artículo 93º de la Carta Política, de 
conformidad con los tratados internacionales sobre Derechos Humanos que prohíben su 
limitación en estados de excepción”75.  
Así las cosas, los fundamentos constitucionales de los derechos de las víctimas,  así 
como los pronunciamientos que sobre la ley 906 de 2004 ha realizado la Corte, permiten 
afirmar que la víctima ocupa un papel protagónico en el proceso, que no depende del 
calificativo que se le atribuya (como parte o interviniente), en tanto que se trata de un 
proceso con sus propias especificidades, en el que los derechos de los sujetos que 
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intervienen están predeterminados por los preceptos constitucionales, las fuentes 
internacionales acogidas por el orden interno y la jurisprudencia constitucional, siendo lo 





2. Capítulo 2 
2.1 Armonización entre el derecho interno y el derecho 
internacional a través del instituto jurídico “Control 
de Convencionalidad” 
2.1.1  Naturaleza y alcance del Sistema Interamericano de 
Derechos Humanos 
Antes de profundizar en las particularidades del instituto jurídico del Control de 
Convencionalidad, es imprescindible realizar un análisis acerca de los principales rasgos 
del Sistema Interamericano de Derechos Humanos, contexto en el cual surge está figura 
jurídica.  
Así, el Sistema Interamericano de Derechos Humanos constituye el marco para la 
promoción y protección de los Derechos Humanos, proveyendo un recurso a los 
habitantes de América que han sufrido violación de esos derechos por parte de un 
Estado Miembro.  
El Sistema Interamericano de Derechos Humanos se fundamenta en la Declaración 
Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, adoptada en 1948, y en la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, suscrita en noviembre de 1969 y 
vigente desde julio de 1978. 
Sus órganos fundamentales son la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, con 
sede en Washington D.C., y la Corte Internacional de Derechos Humanos, radicada en 
San José de Costa Rica. 
 
La Comisión Interamericana de Derechos Humanos, creada en 1959 mediante 
Resolución VIII de la Quinta Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores, 
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realizada en Santiago de Chile, es un organismo internacional que forma parte de la 
Organización de los Estados Americanos –OEA-. 
Tiene a cargo la promoción y defensa de los Derechos Humanos, en desarrollo de lo cual 
es su atribución formular recomendaciones, cuando lo estime conveniente, a los 
gobiernos de los Estados miembros de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, para que adopten medidas progresivas a favor de los Derechos Humanos 
dentro del marco de sus leyes internas y sus preceptos constitucionales, al igual que 
disposiciones apropiadas para fomentar el debido respeto a esos derechos. 
Mediante la Ley 16 de 1972 (publicada en el Diario Oficial N° 33780 del 5 de febrero de 
1973), el Estado colombiano aprobó la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos. 
El 8 de mayo de 1985, mediante instrumento internacional, el Estado colombiano 
reconoció por tiempo indefinido la competencia de la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos, bajo condición de estricta reciprocidad y para hechos posteriores a 
esta aceptación, sobre casos relativos a la interpretación o aplicación de la Convención, 
reservándose el derecho de hacer cesar la competencia en el momento que lo considere 
oportuno. 
En esa misma oportunidad, el Estado colombiano reconoció la competencia de la Corte 
Interamericana de los Derechos Humanos, órgano al cual la Comisión puede someter los 
casos por violación a los Derechos Humanos. Esta aceptación se hizo igualmente por 
tiempo indefinido y con idénticos condicionamientos. 
En relación con los Estados partes de la Convención, la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos tiene la facultad de diligenciar peticiones y resolver casos que sean 
denunciados por violación de los derechos humanos, acatando el procedimiento 
señalado en la Convención, al final del cual emitirá su informe en los que expondrá los 
hechos y las conclusiones y, de ser procedente, “hará las recomendaciones pertinentes y 
fijará un plazo dentro del cual el Estado debe tomar las medidas que le competan para 
remediar la situación examinada”.76  
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Establece la Convención que dichos informes serán presentados a los Estados 
interesados, quienes no estarán facultados para publicarlos, y que transcurrido el plazo 
fijado, la Comisión decidirá, por la mayoría absoluta de votos de sus miembros, si el 
Estado ha tomado o no medidas adecuadas y si pública o no su informe.  En todo caso, 
la Comisión puede someter el asunto a consideración de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos. 
A su turno, la Corte Interamericana de Derechos Humanos es un órgano judicial 
autónomo, cuyo propósito es aplicar e interpretar la Convención Americana y otros 
tratados sobre derechos humanos. La Corte Interamericana tiene competencias 
contenciosa y consultiva. 
La competencia contenciosa la faculta para conocer de cualquier caso relativo a la 
interpretación y aplicación de la Convención, siempre que los Estados partes en el caso 
hayan reconocido o reconozcan dicha competencia, por declaración especial o por 
convención. En esencia, conoce de los asuntos en que se alegue que uno de los Estados 
ha violado un derecho o libertad protegidos por la Convención, siendo necesario que se 
hayan agotado los procedimientos previstos en la misma. 
Las personas, grupos o entidades que no son Estado, no tienen legitimidad para 
presentar casos ante la Corte Interamericana, pero sí pueden recurrir a la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, la que a su vez está facultada, como se acotó 
antes, para llevar el asunto ante la Corte, siempre que el Estado cuestionado haya 
aceptado su competencia. 
El procedimiento ante la Corte Interamericana es de carácter contradictorio. Termina con 
una sentencia motivada, obligatoria, definitiva e inapelable, la cual debe cumplir el Estado 
parte (Artículos 66º, 67º y 68º de la Convención). 
 
Recapitulando lo anterior, se tiene que mientras la Comisión Interamericana es un órgano 
de protección de los Derechos Humanos dentro del Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos, la Corte Interamericana es un organismo judicial autónomo del mismo. 
Así, en tanto que, la primera emite informes que contienen recomendaciones, la segunda 
dicta sentencias que son vinculantes para los Estados partes, dado que es la propia 
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Convención la que establece que dichos fallos son “motivados, obligatorios, definitivos e 
inapelables”.77 
2.2 Evolución Progresiva del Derecho Internacional 
Debe partirse, en principio, de la evolución progresiva78 del Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos en la legislación interna colombiana, constatable en la modificación 
paulatina de varias instituciones locales buscando adaptarse a los nuevos estándares 
sustanciales que han surgido de los tratados y del ius Cogens79, en específico la Carta de la 
OEA y las Convenciones y Reglamentos.80  
Es así como en la actualidad los pronunciamientos y las directivas o Informes expedidos 
por entes consultivos, cuasi-judiciales y judiciales han calado en las instituciones de los 
diferentes países logrando trastocar ciertas normas locales, aún incluso las de rango 
constitucional.  
Desde ese punto de vista han surgido por una parte decisiones o Informes de estos 
organismos transnacionales que de cierta forma controlan la actividad local en cualquiera 
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de las tres ramas del poder;81 por otra parte se ha dado la incorporación de una serie de 
preceptos ungidos en los tratados y las convenciones internacionales que han de 
ejecutarse directamente, esto es, normas self executing.  
Consecuencia de lo anterior, es el efecto visible de que hoy un proceso de cualquier tipo 
no termina con una decisión definitiva dentro de los linderos del Estado determinado, sino 
que puede trascender sus límites encaminado a una instancia internacional.   
Así, es claro que el Derecho local ha quedado supeditado al Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos, ejerciendo una especie de tutela sobre las decisiones en firme de 
los más altos tribunales de justicia de cada país. 
Todo este andamiaje surge de los adelantos y recomendaciones que han surgido a 
través de la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos, así como de los organismos de la 
ONU, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, la cual ha venido ejerciendo influencia 
en el continente.82  
 
De allí que podamos hablar de la dimensión supranacional del derecho encaminado al 
respeto de las libertades y la Dignidad Humana83 teniendo por objetivo alcanzar una 
justicia uniforme y universal en materia de respeto y garantía de los Derechos Humanos 
(lex universalis).84 
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 Morello, Antonio. Movidas y reservas de la dimensión Trasnacional del Derecho. En ―Revista La 
Ley‖. Buenos Aires, Argentina. Año 2004. Pág.1350. 
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 Biavati, Paolo. La Corte di Giustizia dell‟Unione Europea. En ―Coloquio Administración de 
Justicia en Iberoamérica y Sistemas Judiciales Comparados”. Ciudad de México, México. Año 
2005.  
83
 Cappelletti, Mauro. Acceso a la Justicia. Conclusiones de un proyecto de investigación jurídico-
sociológica. Traducción Juan Carlos Hitters, JA. Año 1981-III-810/814.  
84
 Hitters, Carlos y Otros. Derecho Internacional de los Derechos Humanos. Editar. Año 2006, t. I, 
Pág. 29.   
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Es por eso, que el clásico Control de Constitucionalidad realizado en los diferentes 
países, sea este concentrado, difuso o mixto como en el caso colombiano,85 ha virado y 
ha comenzado a tender al denominado control de convencionalidad.  
Surge así, a primera vista la importancia que ha alcanzado la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, como quiera que por un lado ha permitido un control 
supranacional a través de la Comisión Interamericana o bien en última instancia de la 
Corte Interamericana; y por otra parte, al haber generado la implementación de un 
cuerpo normativo consistente en tratados y convenciones internacionales que se 
impregnan en la legislación interna y se convierten en derecho positivo, para el caso 
colombiano, fenómeno desarrollado a partir de los artículos 4º y 93º de la Constitución 
Política.  
Sin embargo, la Corte Interamericana ha trascendido de la figura del Bloque de 
Constitucionalidad, y a través de su Control de Convencionalidad anclado en los artículos 
1.1º y 2º de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, ha generado un 
importante estándar que obliga a los países a respetar los derechos y libertades de los 
asociados, garantizando su libre y pleno ejercicio  (Art. 1.1º), e invitarles a adoptar las 
respectivas disposiciones internas consagras en la Convención (Art. 2º). 
Sobre este último apartado ha establecido la Corte Interamericana que para cumplir con 
el mandato del artículo 2º, es necesario la expedición de normas y el desarrollo de 
prácticas conducentes al efectivo cumplimiento del respeto de los derechos consagrados 
en el Pacto de San José, con lo cual resulta obligatorio suprimir las disposiciones y 
prácticas de cualquier índole que generen o amenacen con lesionar dichos derechos86 
previstos en la Convención87, por eso “(…) Este deber general del Estado Parte implica 
                                               
 
85
 Nogueira Alcalá, Humberto. Justicia y Tribunales Constitucionales en América del Sur. Editorial 
Jurídica Venezolana, Caracas, Venezuela. Año 2006. Pág. 173 y ss. 
86
 Corte IDH. Caso Yatama vs. Nicaragua. Sentencia de 23 de junio de 2005, Serie C No. 127, 
párr. 120.  
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 Corte IDH. Caso Caesar vs. Trinidad y Tobago. Sentencia 11 de marzo 2005, Serie C No. 123, 
párr. 91; Caso Lori Berenson Mejía, Sentencia de 25 de noviembre de 2004, Serie C No. 119,  
párr. 219; Caso “Instituto de Reeducación del Menor”, Sentencia de 2 de septiembre de 2004, 
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que las medidas del derecho interno han de ser efectivas (principio del effet utile), para el 
cual el Estado debe „adaptar‟ su actuación a la normativa de protección de la 
convención”.88  
De allí que la Corte Interamericana ha establecido que “(…) en una sociedad democrática 
los derechos y libertades inherentes a la persona, sus garantías, y Estado de Derecho, 
constituyen una tríada”89, en consecuencia una norma consuetudinaria generalmente 
aceptada gira en torno a que el Estado debe adaptar sus normas locales para asegurar el 
cumplimiento de los tratados sobre esta materia,90  sin olvidar que el Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos fluctúa entre las disposiciones del derecho de 
gentes, y por otra parte, la influencia de los tratados91 y de la jurisprudencia 
internacional.92  
2.3 Control de convencionalidad y Control de 
constitucionalidad 
La Corte Interamericana ha tenido siempre como derrotero no inmiscuirse en las 
cuestiones internas de cada Estado, sino que ha centrado sus esfuerzos en la función de 
                                                                                                                                              
 
Serie C No. 112, párr. 206; Opinión Consultiva OC-18/03, Condición Jurídica y Derechos de los 
Migrantes Indocumentados, del 17 de septiembre de 2003, Serie A No. 18, párr. 101.  
88
Corte IDH. Caso Yatama vs. Nicaragua (cit.), párr. 170; Caso Lori Berenson Mejía (cit.), párr. 
220; Caso “Instituto de Reeducación del Menor” (cit.), párr. 205 y Caso Bulacio vs. Argentina. 
Sentencia de 18 de septiembre de 2003, Serie C No. 100, párr. 142. 
89
 Comisión IDH. Opinión Consultiva OC-17/02. Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño, 
de 28 de agosto de 2002, Serie A No. 17, párr. 92. Caso Yatama vs. Guatemala (cit.). 
90
 Corte IDH, Caso Cantos vs. Argentina. Sentencia de 28 de Noviembre de 2002, Serie C No. 97, 
párr. 59; Caso Cinco Pensionistas vs. Perú. Sentencia de 28 de febrero de 2003, Serie C No. 98, 
párr. 164; Caso Bulacio. Sentencia de 18 de septiembre de 2003, Serie C No. 100; párr. 140. y 
Caso Instituto de Reeducación del Menor vs. Paraguay (cit.), párr. 205. 
91
 Corte IDH. Caso Instituto de Reeducación del Menor vs. Paraguay (cit.), párr. 140 a 144. 
92
 Corte Suprema de la Nación Argentina. Caso Verbitsky, Horacio, s/ habeas corpus. Sentencia 
del 3 de mayo de 2005. 
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inspeccionar si los países han violado o no las convenciones sujetas a su competencia,93 
por ello ha estipulado que una sentencia con carácter de cosa juzgada de los jueces 
nacionales “(…) tiene que ser necesariamente cumplida debido a que en ella se adopta 
una decisión de forma definitiva, otorgando certeza sobre el derecho o controversia 
discutida en el caso concreto, y tiene como uno de sus efectos la obligatoriedad. Ante 
este tribunal, eventualmente puede discutirse la autoridad de cosa juzgada de una 
decisión cuando ésta afecta derechos de individuos protegidos por la convención y se 
demuestra que existe una causal de cuestionamiento de la cosa juzgada”.94  
En ese mismo sentido ha añadido que sólo circunstancias excepcionales pueden 
conducir a que el cuerpo supranacional  ―(…) deba ocuparse de examinar los respectivos 
procesos internos‖. 95 
Así, es claro que la Corte Interamericana ha sentado la postura de no intervenir o 
modificar de forma directa el derecho interno, como quiera que su función es controlar si 
las normas locales acatan o no las Convenciones internacionales, con lo cual es claro 
que dicho órgano no se convierte en ningún momento en una cuarta instancia que deje 
sin efecto las leyes de los países.  
2.3.1 Vinculatoriedad de las Recomendaciones de la Comisión 
Interamericana de Derecho Humanos 
Corresponde preguntarse si las “decisiones” de la Comisión tienen valor vinculante, aún 
cuando dicho cuerpo no tiene carácter jurisdiccional, y por ende no dicta “sentencias” 
como la Corte Interamericana, aunque se ve una gran similitud con éstas. La Comisión 
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 Albar, Germán y Otros. Reflexiones sobre el futuro del sistema interamericano de derechos 
humanos. En ―El futuro del sistema interamericano de protección de los derechos humanos”. Cox 
Editores. Costa Rica. Año 1998, Pág. 584.  
94
 Corte IDH. Caso Acevedo Jaramillo y otros vs. Perú. Sentencia de 7 de febrero de 2006, Serie 
C No. 144, Párr.167.  
95
 Corte IDH. Caso de la Masacre de Mapiripán vs. Colombia. Sentencia de 15 de septiembre de 
2005., Serie C No. 13, párr. 198; Caso Palamara Iribarne vs. Chile. Sentencia de 22 de noviembre 
de 2005, Serie C No. 135, párr. 121. 
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produce Informes, Conclusiones y Recomendaciones, que por lo menos poseen un 
notorio valor moral, jurídico y político. 
No obstante, como establece O‘Donnell,96 en las denuncias individuales regidas por la 
Convención, las decisiones reúnen las condiciones para ser obligatorias, ya que se trata 
de un proceso con todas las garantías, por lo que en estas situaciones la Comisión 
Interamericana actúa como un organismo cuasi-jurisdiccional, a tal punto que sus 
resoluciones poseen las mismas formalidades que un fallo.97  
Así, desde algún tiempo atrás, la Comisión Interamericana ha comenzado a realizar 
interpretaciones de las consecuencias legales de las violaciones, incluyendo 
indemnizaciones a favor de las víctimas. 98   
Luego, en determinados pronunciamientos provenientes de una denuncia, que puede o 
no devenir en un proceso ante la Corte Interamericana con todas las garantías, puede 
considerarse inescindiblemente obligatorio aunque no ejecutable, sin olvidar que una de 
las características del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, es que la 
mayoría de las decisiones no tienen esta última característica, pues producen efectos 
vinculantes indirectos. 99   
De allí que se establece los efectos vinculantes que tienen para los jueces del derecho 
interno las opiniones y decisiones de los dos órganos interamericanos del Pacto de San 
                                               
 
96
 O‘Donnell, Daniel. Protección internacional de los derechos humanos. Comisión Andina de 
Juristas. Lima, Perú, 2ª ed., Año 1989. Pág. 487-490. Véase también, CHIABRERA, Trinidad. La 
revisión de las sentencias nacionales por los organismos interamericanos: la Comisión y la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos. JA-2006-I, Pág. 1272. Idem, Hitters, Juan Carlos. Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos, Editar, 1999, op. cit., t. II, Pág. 278-279 y 392. 
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 Dunshee de Abranches, Carlos. La Corte Interamericana de Derechos Humanos. En “La 
Convención Americana sobre Derechos Humanos”, OEA. Washington, Estados Unidos. Año 1980. 
Pág. 487 y 490.  
98
 O‘Donnell, Daniel. Protección internacional de los derechos humanos. Comisión Andina de 
Juristas. Lima, Perú, 2ª ed., Año 1989. Pág. 490. 
99
 Hitters, Juan Carlos, Derecho Internacional de los Derechos Humanos, 1999, op. cit., t. II, Pág. 
282-283, y 393.  
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José,100 ya que si los Estados se reservaran el derecho a interpretar las 
Recomendaciones de la Comisión Interamericana, para aplicarlas a su arbitrio en el 
ámbito doméstico, estarían desvirtuando el Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos al que se han adscrito y con el cual asumieron obligaciones.  
Luego, es claro que el acatamiento a la jurisdicción de la Comisión Interamericana y la 
Corte Interamericana  perdería el sentido que ha de asignarle la buena fe en las 
relaciones internacionales si los informes de la Comisión, en vez de resultar obligatorios, 
quedaran librados a merced y discreción de las autoridades nacionales.101 
2.3.2 Vinculatoridad de las decisiones de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos 
En principio, es claro que las sentencias de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos deben ser acatadas por las diferentes jurisdicciones internas.102 Fenómeno que 
ha sido abordado por los tribunales de los diferentes países de forma progresiva y acorde 
con los pronunciamientos de la Comisión Interamericana y la Corte Interamericana.  
Así, la Corte Interamericana ha dispuesto que a partir de los artículos 62.3º y 68.1º de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos ha establecido que sus fallos son, 
respecto del caso concreto, de cumplimiento obligatorio para los Estados. Situación que 
se confirma con los países que siempre han acatado los fallos de la Corte Interamericana 
-aún en el caso de Perú que finalmente aceptó una condena-103 no sólo en cuanto a la 
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 Hitters, Juan Carlos. El valor de las Recomendaciones de la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos. Año 1999-II-357. Pág. 43. 
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de la Corte Interamericana y de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Año 1999. 
Pág. 364.  
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 García Ramírez, Sergio. Los Derechos Humanos y la jurisdicción interamericana. UNAM. 
México. Año 2001. Pág. 156.  
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 Hitters, Juan Carlos. Imposibilidad de retirarse de la jurisdicción de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos (el caso de Perú. Editorial La Ley. Buenos Aires, Año1999. Pág. 893.  
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reparación económica, sino también cuando ordenan desarrollar ciertas conductas 
reparatorias104 tanto de hacer como de no hacer. 105 
Se infiere de lo antedicho la notable influencia106 que han ejercido en el derecho 
interno107 los tribunales internacionales y por ende la aplicación de los tratados y de los 
pronunciamientos de los órganos del Pacto de San José. 
Es importante ver cómo las directivas emitidas por estos cuerpos supranacionales se han 
infiltrado como derecho positivo en el ámbito doméstico; y en paralelo observar la 
importancia del papel ejercido por parte de la Comisión Interamericana y de la Corte 
Interamericana que han terminado no sólo por inspeccionar el acatamiento por parte de 
los Estados de ciertas convenciones internacionales; sino también a las propias 
decisiones de los jueces locales.108 
Todo ello ha logrado verdaderas mutaciones en los ordenamientos de los diversos países 
sujetos a este régimen; por ejemplo, y como ya lo pusimos de resalto, a través del 
pronunciamiento en el caso “La Última Tentación de Cristo” (Olmedo Bustos) vs. Chile,109 
dicho país tuvo que corregir su propia Constitución. 
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 Corte IDH. Caso Yatama vs. Nicaragua (cit.); Caso La Cantuta vs. Perú. Sentencia de 29 de 
noviembre de 2006, Serie C No. 162; Caso Almonacid Arellano y otros vs. Chile. Sentencia de 26 
de septiembre de 2006, Serie C No. 154. Véase en igual sentido: Hitters, Juan Carlos. Los 
Tribunales supranacionales. Editorial La Ley. Buenos Aires, Argentina. Año 2006. Pág. 818.  
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 Corte IDH. Casos: Barrios Altos vs. Perú (Sentencia de 14 de marzo de 2001, Serie C N° 75); 
La Cantuta vs. Perú (cit.) y Tribunal Constitucional vs. Perú (Sentencia de 31 de enero de 2001, 
Serie C No. 71). En igual sentido: Corte IDH. Caso Baena Ricardo y otros vs. Panamá. Sentencia 
de 28 de noviembre de 2003. Serie C No. 104. 
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 Montessori, Ricardo y Otros. La sentencia arbitraria como vulneración al debido proceso. En 
Fascículo 2. Año 2005. 
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 Morello, Augusto. La defensa en juicio. Nuevos contenidos y reformulaciones. Editorial La Ley. 
Año 2001-C, 49.  
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 Hitters, Juan Carlos, Los Tribunales supranacionales, op. cit.  
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 Corte IDH. Caso La Última Tentación de Cristo (Olmedo Bustos y otros) vs. Chile. Sentencia de 
5 de febrero de 2001, Serie C No. 73; Barrios Altos vs. Perú (cit.), La Cantuta vs. Perú (cit.) y 
Tribunal Constitucional vs. Perú (cit.).  
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En el año 2005 en el Caso “Palamara Iribarne vs. Chile”110 la Corte IDH ordenó dejar sin 
efecto sentencias condenatorias dictadas en 1995 por la Corte Marcial de la Armada, que 
habían dispuesto la prohibición de la publicación de un libro el cual abordaba aspectos 
relacionados con la inteligencia militar. Aquel tribunal dispuso en paralelo que el Estado 
debía permitir la edición de dicha obra. 
En el año 2006 en el Caso “Almonacid Arellano y otros vs. Chile”111 citando el Caso 
“Barrios Altos vs. Perú”,112 reiteró el criterio de la imprescriptibilidad de las leyes de 
amnistía y dejó en claro enfáticamente que en el derecho interno el Estado debe dejar sin 
efecto las resoluciones y sentencias dictadas sobre esta problemática —que permitían la 
impunidad— y remitir las actuaciones a la justicia ordinaria, para que dentro de un 
pronunciamiento penal se identifique y sancione a todos los responsables de la muerte 
del Señor Almonacid Arellano.113 
Más recientemente, esto es en el año 2006, en el Caso ―Claude Reyes y otros vs. 
Chile‖114 la Corte Interamericana de Derechos Humanos condenó a dicho país a 
modificar su legislación doméstica. En efecto, la Comisión Interamericana presentó una 
demanda con el fin de que se declare que el Estado fue responsable por la violación de 
los derechos consagrados en el artículo 13º (Libertad de Pensamiento y Expresión) y 25º 
(Derecho a la Protección Judicial).  
Señaló allí en su pretensión preliminar que las autoridades locales se habían negado a 
brindar a Marcel Claude Reyes y otros, la información requerida ante el Comité de 
Inversiones Extranjeras, con referencia a una empresa forestal relacionada con un 
proyecto de deforestación, por ser perjudicial, para el medioambiente e impedir el 
desarrollo sostenido de Chile. Finalmente la Corte hizo lugar a dicha pretensión e indicó 
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 Corte IDH, Caso Palamara Iribarne vs. Chile (cit.), párr. 9.  
111
Corte IDH, Caso Almonacid Arellano y otros vs. Chile (cit.), párr. 148. Véase el Dictamen del 
perito propuesto por la Comisión Humberto Raúl Ignacio Alcalá Nogueira quien hace un detallado 
análisis del derecho interno chileno, párr.  72 c). 
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Corte IDH. Caso Barrios Altos vs. Perú (cit.). 
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Corte IDH, Caso Almonacid Arellano y otros vs. Chile (cit.).  
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Corte IDH. Caso Claude Reyes y otros vs. Chile. Sentencia de 19 de septiembre de 2006, Serie 
C No. 151.  
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que se debía adecuar el derecho interno para posibilitar la publicidad de los actos de 
gobierno. 
Acatando tal decisorio, Chile dictó una ley disponiendo que a partir de abril de 2009, 
cuando entre en vigencia dicha normativa el requerimiento de información hecho por 
cualquier ciudadano a un organismo público, sobre una resolución de su área, deberá ser 
respondido en un máximo de 20 días.  
De esa forma el fallo sentó jurisprudencia reconociendo por primera vez el derecho de 
acceso a la información pública como un derecho fundamental y parte de la columna 
basal del sistema democrático, extensible a todo el ámbito interamericano en la medida 
en que se den similares circunstancias fácticas.  
Recuérdese también que en Guatemala la Corte Interamericana suspendió la pena de 
muerte en un asunto concreto a través de una medida provisional. En el mismo sentido el 
más alto cuerpo judicial argentino —siguiendo dichas pautas— ha permitido la 
modificación de sentencias que habían pasado en autoridad de cosa juzgada en el sector 
local, o la aplicación retroactiva de la ley penal en perjuicio del acusado. 
Este Tribunal en el caso ―Casal‖115 pegó un verdadero brinco para responder a lo 
normado en el artículos 8° 2.h. del Pacto de San José (en cuanto a la doble instancia) 
ampliando por vía jurisdiccional la competencia de la Cámara de Casación Penal 
atribuyéndole tareas casi propias de la alzada. 
Todas estas decisiones de los cuerpos supranacionales han servido, para uniformar la 
jurisprudencia regional, tal y como sucedió en Europa, como quiera que a través de la 
labor interpretativa realizada por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, respecto 
del artículo 6º del Convenio Europeo de Derechos Humanos116, similar al artículo 8º del 
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 Morello, Augusto y Otros. Reformulación de la casación penal. Editorial  La Ley. Suplemento 
Penal. Año 2005. Pág. 16. 
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 Convenio Europeo de Derechos Humanos. Modificado por los Protocolos No. 11º y 14º. 
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46 Marco cualificado sistémico de reparación integral a víctimas del conflicto 
armado colombiano a través del control de convencionalidad 
 
Pacto de San José de Costa Rica, se ha logrado una trascendental unificación de 
criterios que irradian a las garantías y respeto de los Derechos Humanos en la Unión 
Europea.117 
 
Por eso señalamos que en verdad la Corte Interamericana en el campo doméstico ha 
desempeñado un papel homogenizante en la interpretación de la Convención y de otros 
tratados,118 y ha supervisado inclusive el cumplimento de sus propios fallos. 
 
Desde esta perspectiva ha puesto de relieve reiteradamente la Corte Interamericana que 
la obligación de acatar sus juicios corresponde al principio básico del derecho de la 
responsabilidad internacional de los países119 apalancado en la jurisprudencia 
internacional, según la cual los Estados deben cumplir sus obligaciones convencionales 
internacionales de Buena Fe (pacta sunt servanda). 
 
                                                                                                                                              
 
seguridad nacional en una sociedad democrática, cuando los intereses de los menores o la 
protección de la vida privada de las partes en el proceso así lo exijan o en la medida en que sea 
considerado estrictamente necesario por el tribunal, cuando en circunstancias especiales la 
publicidad pudiera ser perjudicial para los intereses de la justicia.  2. Toda persona acusada de 
una infracción se presume inocente hasta que su culpabilidad haya sido legalmente declarada.  3. 
Todo acusado tiene, como mínimo, los siguientes derechos: a) a ser informado, en el más breve 
plazo, en una lengua que comprenda y de manera detallada, de la naturaleza y de la causa de la 
acusación formulada contra él; b) a disponer del tiempo y de las facilidades necesarias para la 
preparación de su defensa; c) a defenderse por sí mismo o a ser asistido por un defensor de su 
elección y, si carece de medios para pagarlo, a poder ser asistido gratuitamente por un abogado 
de oficio, cuando los intereses de la justicia así lo exijan; d) a interrogar o hacer interrogar a los 
testigos que declaren en su contra y a obtener la citación e interrogatorio de los testigos que 
declaren en su favor en las mismas condiciones que los testigos que lo hagan en su contra; e) a 
ser asistido gratuitamente de un intérprete si no comprende o no habla la lengua empleada en la 
audiencia. 
117
 Ayala Corao, Carlos. La repercusión de la jurisprudencia internacional sobre derechos 
humanos por la jurisprudencia constitucional. En ―Foro Constitucional Iberoamericano” ISSN 1696-
2494, Nº. 7, 2004, Págs. 1-74.  
118
 Albanese, Susana. Supervisión e incumplimiento de sentencias nacionales e internacionales. 
Problemas estructurales. Fascículo 10. Año 2005. Pág. 3-17.  
119
 Corte IDH. Caso Baena Ricardo y otros vs. Panamá (cit.).  
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Como lo ha remarcado la Corte Interamericana y tal cual surge “…del artículo 27º de la 
Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados de 1969, (los Estados) no 
pueden por razones de orden interno dejar de atender la responsabilidad internacional ya 
establecida”.120 
2.4 El Bloque de Constitucionalidad  
La noción de "Bloque de Constitucionalidad", proveniente del derecho francés pero que ha 
hecho carrera en el derecho constitucional comparado121, permite armonizar los principios 
y mandatos aparentemente en contradicción de los artículos 4º y 93º de la Carta Política, 
con lo cual el único sentido razonable que se le puede conferir a la noción de prevalencia 
de los tratados de derechos humanos y de Derecho Internacional Humanitario (Artículos 
93º y 214º numeral 2º C.P.) es que aquellos forman con el resto del texto constitucional un 
“bloque de constitucionalidad”,  de esta manera se armoniza el principio de supremacía de 
la Constitución, como norma de normas (Art.4º C.P.), con la prevalencia de los tratados 
ratificados por Colombia, que reconocen los Derechos Humanos y prohíben su limitación 
en los estados de excepción (Art. 93º C.P.)   
El origen de la figura del Bloque de Constitucionalidad, suele fijarse en una decisión 
del Consejo Constitucional Francés. La cuestión radicaba en que la Constitución de la 
República Francesa de octubre 4 de 1958, de tan solo 92 artículos, no cuenta con una 
carta de derechos explícita. Sin embargo, su Preámbulo hace una remisión, pues señala 
que “El pueblo francés proclama solemnemente la adhesión a los Derechos del Hombre y 
a los principios de soberanía nacional tal como fueron definidos en la Declaración de 
1789, confirmada y completada por el Preámbulo de la Constitución de 1946”. 
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 Corte IDH. Caso Liliana Ortega y otras. Medidas Provisionales respecto de Venezuela del 4 de 
mayo del 2004.  
121
 Favoreu, Louis. El bloque de constitucionalidad. En ―Revista del Centro de Estudios 
Constitucionales”. No 5 Pág. 46 y ss. Igualmente Pardo Falcón, Javier. El Consejo Constitucional 
Francés. Centro de Estudios Constitucionales. Madrid, España. Año 1990. Pág. 115 y ss. 
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El Consejo Constitucional, entendió que la remisión o reenvío hecho por el preámbulo, 
permitía la integración de tres textos: el articulado de la Constitución de 1958, la 
Declaración de 1789 y el Preámbulo de la Constitución de 1946, hasta integrar un bloque 
normativo, que conformaba la Constitución. 
 
Con tal criterio, en la decisión del 16 de julio de 1971, el Consejo Constitucional anuló 
una disposición legislativa por ser contraria a uno de los "principios fundamentales de la 
República" a que hace referencia el Preámbulo de 1946.  
Como vemos, el bloque de constitucionalidad está compuesto por aquellas normas y 
principios que, sin aparecer formalmente en el articulado del texto constitucional, son 
utilizados como parámetros del control de constitucionalidad de las leyes, por cuanto han 
sido normativamente integrados a la Constitución, por diversas vías y por mandato de la 
propia Constitución.  
Son pues verdaderos  principios y reglas de valor constitucional, esto es, son normas 
situadas en el nivel constitucional, a pesar de que puedan a veces contener mecanismos 
de reforma, diversos al de las normas del articulado constitucional stricto sensu.  
Como es obvio, la imperatividad de las normas humanitarias y su integración en el Bloque 
de Constitucionalidad implica que el Estado colombiano debe adaptar las normas de 
inferior jerarquía del orden jurídico interno a los contenidos del Derecho Internacional 
Humanitario, con el fin de potenciar la realización material de tales valores.  
Adicionalmente, al Bloque de Constitucionalidad se incorporan las normas pertinentes de 
la ley estatutaria sobre los estados de excepción. Según el artículo 214-2º de la C.P., “Una 
ley estatutaria regulará las facultades del Gobierno durante los estados de excepción y 
establecerá los controles judiciales y las garantías para proteger los derechos de 
conformidad con los tratados internacionales”.122  
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 Constitución Política de Colombia de 1991. Artículo 214º, numeral 2º. 
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La citada ley, junto a las normas de la Constitución, integra el Bloque de 
Constitucionalidad, que sirve para decidir la constitucionalidad o inconstitucionalidad de 
los decretos legislativos que se dicten al amparo de los estados de excepción. Es evidente 
que las normas que, en dichas situaciones extremas en las que el uso de la fuerza 
legítima puede llegar hasta el máximo límite permitido en un Estado de derecho, no 
pueden adoptarse bajo ningún concepto, como las que afectan los derechos que se 
califican como “intangibles”, a fortiori no podrán expedirse mediante la legislación ordinaria 
llamada a regir durante la normalidad institucional.  
En este sentido, las normas contenidas en la Ley Estatutaria que regula los Estados de 
excepción  que establecen límites o prohibiciones absolutas para la restricción, limitación 
o suspensión de derechos, durante la anormalidad, se convierten en pauta de control de 
las leyes que tratan sobre el uso de la fuerza en el escenario de la normalidad.  
Es importante precisar que siempre que se habla de Bloque de Constitucionalidad, se 
hace porque en la Constitución una norma suya así lo ordena y exige su integración, de 
suerte que la violación de cualquier  norma que lo conforma se resuelve en últimas en una 
violación del Estatuto Superior. 
En diversas oportunidades, la Corte Constitucional se ha referido a la figura del Bloque de 
Constitucionalidad, de la siguiente manera:   
“En reiterada jurisprudencia, la Corte ha considerado que una norma de carácter legal 
puede vulnerar la Carta Política no sólo por violar directamente unos de sus artículos sino, 
también, cuando conculca una serie de normas cuyo texto no forma parte del articulado 
constitucional, pero al que éste otorga, expresamente, un cierto carácter de 
"supralegalidad". Lo anterior ocurre, particularmente, en el caso de los tratados 
internacionales de   derechos   humanos  a   que  se  refiere   el   artículo   93º   del    
Estatuto Superior123, de las leyes orgánicas124 (C.P., artículo 151º), de las leyes 
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 Corte Constitucional. Sentencias SC-295/93. M.P. Carlos Gaviria Díaz. Sentencia SC-179/94 
M.P. Carlos Gaviria Díaz. Sentencia SC-225/95 M.P. Alejandro Martínez Caballero. Sentencia SC-
578/95 M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz. Sentencia SC-327/97 M.P. Fabio Morón Díaz. 
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 Corte Constitucional. Sentencia SC-337/93 M.P. Vladimiro Naranjo Mesa. Sentencia SC-423/95 
M.P. Fabio Morón Díaz. Sentencia SC-600A/95 M.P. Alejandro Martínez Caballero. Sentencia SC-
287/97 M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz. 
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estatutarias125 (C.P., artículo 152º) y, como se verá adelante, de los tratados que integran el 
contenido normativo del artículo 101º de la Carta. Podría afirmarse que el texto de la 
Constitución, junto con el conjunto de normas antes mencionadas, conforman lo que la 
jurisprudencia y la doctrina han denominado el bloque de constitucionalidad en sentido lato, 
es decir aquellas disposiciones que pese a no tener, todas ellas, rango constitucional, 
sirven de parámetro de control de constitucionalidad”.126  
Por otra parte, resulta posible distinguir dos sentidos del concepto de bloque de 
constitucionalidad. En un primer sentido de la noción, que podría denominarse bloque de 
constitucionalidad stricto sensu, se ha considerado que se encuentra conformado por 
aquellos principios y normas de valor constitucional, los que se reducen al texto de la 
Constitución propiamente dicha y a los tratados internacionales que consagren derechos 
humanos cuya limitación se encuentre prohibida durante los estados de excepción (C.P., 
artículo 93º). 
Más recientemente, la Corte ha adoptado una noción lato sensu del Bloque de 
Constitucionalidad, según la cual aquel estaría compuesto por todas aquellas normas, de 
diversa jerarquía, que sirven como parámetro para llevar a cabo el control de 
constitucionalidad de la legislación.  
Conforme a esta acepción, el Bloque de Constitucionalidad estaría conformado no sólo por 
el articulado de la Constitución sino, entre otros, por los tratados internacionales de que 
trata el artículo 93º de la Carta, por las leyes orgánicas y, en algunas ocasiones, por las 
leyes estatutarias. (...) 
En suma, es posible afirmar que aquellas normas que pertenezcan al denominado bloque 
de constitucionalidad lato sensu, se caracterizan por:  
(i) ser parámetro para efectuar el control de constitucionalidad del derecho interno;  
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Corte Constitucional. Sentencias SC-578/95 M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz. Sentencia  SC-
358/97 M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz. 
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 Corte Constitucional. Sentencia C-358/97 M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz. 
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(ii) tener un rango normativo superior a las leyes ordinarias (en algunos casos son 
normas constitucionales propiamente dichas y, en otros casos, ostentan una 
jerarquía intermedia entre la Constitución y la ley ordinaria); y,  
 
(iii) formar parte del bloque de constitucionalidad gracias a una remisión expresa 
efectuada por alguna disposición constitucional.”127.  
De los criterios jurisprudenciales expuestos, se destaca el hecho de que algunas leyes 
pueden integrar el mencionado bloque de constitucionalidad en sentido lato, siempre que la 
propia Carta lo haya ordenado, en forma directa y específica, de manera que sus mandatos 
sean respetados por las leyes ordinarias y logren instituirse como parámetros de un control 
de constitucionalidad sobre las mismas.  
Así se puede hablar de a) Bloque de constitucionalidad en sentido estricto: El cual está 
conformado por aquellas normas que tienen tanta fuerza vinculante como la Constitución y 
que la integran. Tales normas son: 
 El Preámbulo 
 El articulado constitucional 
 Los tratados de límites ratificados por Colombia 
 Los tratados de Derecho Humanitario 
 Los tratados ratificados por Colombia que reconocen derechos intangibles 
 En cierta medida la doctrina elaborada por los tribunales internacionales al menos 
como criterio relevante de interpretación.  
O de b) Bloque de constitucionalidad en sentido amplio o lato: El cual está 
conformado por aquellas normas que sirven como parámetros de interpretación en el 
ejercicio del control constitucional. Sus componentes serían: 
 Los demás convenios y tratados públicos ratificados por Colombia referidos a 
Derechos Humanos 
 La doctrina elaborada por los órganos de control internacional sobre Derechos 
Humanos  
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 Las leyes estatutarias 
 Las leyes orgánicas 
2.5 El Control de Convencionalidad  
En el ejercicio de la ya extensa tarea de unificar y actualizar la interpretación y aplicación 
de la Convención Americana, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, ha 
construido una consolidada interpretación del artículo 2º de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, sobre el deber de adoptar disposiciones de Derecho interno, 
desde cuya comprensión ha concebido el concepto y la actividad del “Control de 
convencionalidad”, entendido como la obligación que tienen los jueces de cada uno de 
los Estados Partes, de efectuar no sólo control de legalidad y de constitucionalidad en los 
asuntos de su competencia, sino de integrar en el sistema de sus decisiones corrientes, 
las normas contenidas en la Convención Americana. 
Así, es claro que al darle ese alcance al artículo 2º del Pacto de San José, la Corte 
Interamericana está imponiendo la obligación de 'armonización' entre el Derecho nacional 
y el internacional, despejando el camino para la 'constitucionalización' de una convención 
supranacional. 
Ya en el año 2006, al referirse a dicho control, el Tribunal señalaba que si un Estado ha 
ratificado un Tratado internacional como la Convención Americana, sus jueces también 
están sometidos a ella, lo que les obliga a velar porque el efecto útil de la Convención no 
se vea mermado o anulado por la aplicación de leyes contrarias a sus disposiciones, 
objeto y fin.  
En otras palabras, los órganos del Poder Judicial deben ejercer no sólo un control de 
constitucionalidad, sino también “de convencionalidad ex officio entre las normas internas 
y la Convención Americana, evidentemente en el marco de sus respectivas competencias 
y de las regulaciones procesales correspondientes. Esta función no debe quedar limitada 
exclusivamente por las manifestaciones o actos de los accionantes en cada caso 
concreto, aunque tampoco implica que ese control deba ejercerse siempre, sin 
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considerar otros presupuestos formales y materiales de admisibilidad y procedencia de 
ese tipo de acciones‖.128 
Precisamente, respecto a la adopción de dichas medidas, es importante destacar que la 
defensa u observancia de los Derechos Humanos a la luz de los compromisos 
internacionales en cuanto a la labor de los operadores de justicia, debe realizarse a 
través de lo que se denomina Control de Convencionalidad, según el cual cada juzgador 
debe velar por el efecto útil de los instrumentos internacionales, de manera que no quede 
socavado o anulado por la aplicación de normas o prácticas internas contrarias al objeto 
y fin del instrumento internacional o del estándar internacional de protección de los 
Derechos Humanos.129 
En el caso colombiano, la posición de la Corte Constitucional ha oscilado entre la tesis de 
la obligatoriedad de la doctrina de los tribunales internacionales, y una posición más 
“suave”, vertida en la sentencia sobre la constitucionalidad de beneficios a los 
paramilitares.  
La tesis de la obligatoriedad fue expuesta entre otras, en la Sentencia C-481 de 1998, en 
la que al resolver un problema de discriminación laboral por sexo, la Corte puntualizó que 
“(…) es lógico que nuestro país acoja los criterios jurisprudenciales de los tribunales 
creados por tales tratados para interpretar y aplicar las normas de derechos humanos. 
Esa doctrina internacional vincula entonces a los poderes públicos en el orden interno”.130  
La otra postura fue contenida en la Sentencia C-370 de 2006, refiriendo un precedente 
anterior, según el cual, “La jurisprudencia de las instancias internacionales, encargadas 
de interpretar esos tratados, constituye un criterio hermenéutico relevante para 
establecer el sentido de las normas constitucionales sobre derechos humanos”.131  
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Corte IDH. Caso Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros, contra Perú. 
Sentencia de 24 de noviembre de 2006. Serie C No. 158, párrafo 128. 
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 Corte IDH. Caso Heliodoro Portugal contra Panamá. Sentencia de enero 27 de 2009. Serie c 
No. 186, párrafo 180. 
130
 Corte Constitucional. Sentencia C-481 de 1998.  
131
 Corte Constitucional. Sentencia C-370 de 2006. En igual sentido Sentencia C-481 de 1998, 
M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz, consideración jurídica No. 26. 21. Sentencia C-370 de 2006. 
Varios ponentes, consideración jurídica No. 4.6. 
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2.5.1 Las obligaciones jurídicas concretas para los Estados 
Partes y para los jueces internos (Núcleo específico del 
Control de Convencionalidad) 
A nivel de las normas constitucionales, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
se ha pronunciado en sentencias como la Última tentación de Cristo (Olmedo Bustos y 
otros) contra Chile132, en donde además de declarar la responsabilidad internacional del 
Estado chileno, le ordenó modificar el artículo 19º de su Constitución Política, a efectos 
de asegurar el cumplimiento del Derecho a la libertad de expresión, mediante la 
supresión de la censura previa.133  Dentro de la misma línea y en el nivel de las normas 
legales, la Corte le ha ordenado a diversos estados modificar normas de su sistema 
legislativo, tal y como se vio anteriormente.  
 
Las decisiones de esta Corte tienen efectos inmediatos y vinculantes y que, por ende, la 
sentencia dictada en el caso Barrios Altos está plenamente incorporada a nivel normativo 
interno. Dicha sentencia fue determinante puesto que lo allí dispuesto mantuvo efectos 
generales, conformando ipso iure parte del derecho interno peruano, lo cual se reflejó en 
las medidas y decisiones de los órganos estatales que han aplicaron e interpretaron esa 
Sentencia.134 
Lo notable de todo este asunto, es que esos logros han sido alcanzados desde la 
interpretación que de la Convención ha hecho la Corte Interamericana, mediante la 
implementación de un sistema de precedentes, que involucra la obligatoriedad tanto de 
los puntos resolutivos de sus sentencias, como de los elementos doctrinales y las reglas 
jurisprudenciales dispuestas en la parte considerativa de sus fallos, genéricamente 
comprendidos bajo la denominación de “estándares”, tal y como ya se dijo anteriormente.  
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 Corte IDH. Caso La Última Tentación de Cristo (Olmedo Bustos y otros) vs. Chile. Sentencia de 
5 de febrero de 2001, Serie C No. 73; Caso Barrios Altos vs. Perú (cit.), Caso La Cantuta vs. Perú 
(cit.) y Caso Tribunal Constitucional vs. Perú (cit.). 
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 Huertas Díaz, Omar. La Libertad de Expresión en el Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos –Contenido y Alcance-. Grupo Editorial Ibáñez. Bogotá, Colombia. Año 2009.  
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 Corte IDH. Caso La Cantuta contra Perú. Sentencia de noviembre 29 de 2006. Serie C No. 
162, párrafo 186. 
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Por ellos, al referirse al Control de Constitucionalidad, así como al posterior Control de 
Convencionalidad, el juez Cançado Trindade señalaba en un voto disidente, que  a partir 
de mediados del siglo XX se pasó a hablar de la „internacionalización‟ del Derecho 
Constitucional y más recientemente, en las dos últimas décadas, se ha comenzado a 
hablar de la „constitucionalización‟ del Derecho Internacional, atendiendo a dos sucesos 
distintos, parcialmente concurrentes.  
En efecto, la internacionalización del Derecho Constitucional consiste en el proceso de 
inclusión del Derecho Internacional dentro del Derecho Constitucional interno de un país, 
de modo tal que las normas internacionales ocupen un lugar definido dentro del sistema 
de fuentes del respectivo Estado.  
Por su parte la Constitucionalización del Derecho Internacional consiste en un proceso 
distinto, en virtud del cual, se acepta que los tratados sobre derechos humanos tienen 
una dimensión constitucional, es decir, que son constituciones del orden internacional, 
que implican la supremacía y respeto de los Derechos Humanos. 
2.6 Características esenciales del Control de  
Convencionalidad 
Ahora bien, para el caso específico del control de convencionalidad, es también 
hermenéuticamente necesario plantear la existencia de un principio que permita entender 
como norma superior a la Convención Americana, y con ella, privilegiar la unificación de 
la interpretación que hace la Corte Interamericana por medio de sus sentencias. 
Este principio es derivado del contenido en el artículo 2º de la Convención, que 
establece:  
―ART. 2. —Deber de adoptar disposiciones de derecho interno. Si en el ejercicio de los 
derechos y libertades mencionados en el artículo 1º no estuviere ya garantizado por 
disposiciones legislativas o de otro carácter, los estados partes se comprometen a 
adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones de esta 
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Convención, las medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer 
efectivos tales derechos y libertades.‖135  
De acuerdo con el juez Cançado y en una postura que se acoge aquí, el artículo 2º de la 
Convención Americana, en virtud del cual los Estados Partes están obligados a 
armonizar su ordenamiento jurídico interno con la normativa de protección de la 
Convención Americana, abre efectivamente la posibilidad de un control de 
convencionalidad, con miras a determinar si los Estados Partes han efectivamente 
cumplido o no la obligación general del artículo 2º de la Convención Americana, así como 
la del artículo 1.1º, que establece la obligación a los Estados Partes, de respetar los 
Derechos contenidos en la Convención. 
Al fijar la Corte Interamericana el contenido del control de convencionalidad y en especial 
su alcance, ha sido celosa en precisar, que los órganos del Poder Judicial deben ejercer 
no sólo un control de constitucionalidad, sino también de convencionalidad ex officio 
entre las normas internas y la Convención Americana, evidentemente en el marco de sus 
respectivas competencias y de las regulaciones procesales correspondientes, lo que 
sugiere que en el campo específico de los derechos contenidos en la Convención, estos 
deben ser determinados. 
Lo primero que habría que determinar es sobre qué derechos y respecto de qué 
convenciones deben los jueces internos operar el control de convencionalidad. Si bien la 
jurisprudencia de la Corte Interamericana parece hacer referencia tan solo a los derechos 
contenidos en la Convención Americana, es necesario recabar en que esta se encuentra 
implicada en la dimensión del Sistema Interamericano de Protección de los Derechos 
Humanos, entendido como el conjunto de Tratados internacionales y de organismos e 
instituciones internacionales, articulados dentro del marco de la Organización de Estados 
Americanos (OEA), destinados a la protección de los Derechos Humanos. 
En ese orden de ideas tres de los instrumentos internacionales que conforman el sistema 
y sus órganos, conformarían el referente del control de convencionalidad: La 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, también llamada ―Pacto de San 
José‖, suscrita dentro del marco de la Conferencia Especializada sobre Derechos 
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Humanos, celebrada en San José de Costa Rica entre el 7 y el 22 de noviembre de 1969; 
la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, adoptada por la 
Asamblea General de la Organización de Estados Americanos en Cartagena de Indias, el 
17 de diciembre de 1985; y la Convención Interamericana sobre Desaparición 
Forzada de Personas. Adoptada en Belém do Pará, Brasil, el 9 de junio de 1994.136 
Para finalizar, debe referirse que el ejercicio del control de convencionalidad, como 
consecuencia inevitable del proceso de constitucionalización del Derecho Internacional, 
implica asumir una fuerza normativa de los Derechos contenidos en las tres 
Convenciones mencionadas, análoga a la comprendida bajo el principio de Supremacía 
de la Constitución, de modo tal que La Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura y la 
Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas,137 son normas de 
aplicación directa en cada uno de los sistemas internos.  
La expedición de leyes y normas en el sistema interno de cada uno de los Estados 
Partes, ha de estar sometida a dichas Convenciones, pues de no ser así, acontecería la 
violación per se de las Convenciones, con la consecuente responsabilidad internacional 
del Estado, como ya ha sido ilustrado, con lo cual, para la solución de un caso concreto 
concurran simultáneamente una solución desde el sistema legal interno y otra solución 
divergente desde las Convenciones sobre derechos del Sistema Interamericano, deberá 
darse aplicación directa a la Convención, en lo que bien puede ser denominado como 
excepción de inconvencionalidad.  
Y lo más importante, que la unificación de la interpretación de las Convenciones 
Internacionales, por medio de la jurisprudencia de la Corte Interamericana resulta 
obligatoria para todos los Estados Partes. En este sentido, las reglas y estándares fijados 
por el órgano judicial del Sistema Interamericano, serán obligatorios, a riesgo de incurrir 
en responsabilidad internacional por la violación de la Convención. 
Visto lo anterior, es importante sistematizar las principales características del Control de 
Convencionalidad que hemos venido analizando.  
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2.6.1. ¿Quiénes ejercen este control? 
Quedó remarcado, en el caso Almonacid Arellano, entre otros, el sentido de que no sólo 
el Tribunal Interamericano debe llevar a cabo el Control de Convencionalidad, sino 
también que previamente los jueces locales pueden y deben ejercitar esta tarea, 
obviamente antes que el pleito llegue a la instancia internacional. Ello es así porque la 
intervención de los cuerpos supranacionales es subsidiaría y las actuaciones, por regla 
deben ser analizadas en la instancia doméstica sin perjuicio de un eventual arribo a los 
organismos interamericanos. De ahí que el Pacto impone la necesidad de "agotar los 
derechos internos".138  
Se trata de aplicar primero el control de constitucionalidad a través del juez local, quien 
debe también llevar a cabo la inspección de convencionalidad, sucede algo similar a lo 
que acaece en el orden interno con la cuestión federal, ya que según la clásica 
jurisprudencia de  la Corte Suprema de Justicia, la norma debe ser analizada primero por 
los cuerpos judiciales municipales y de Circuito, para luego, si subsiste el agravio, pasar 
al más alto órgano de justicia del país. 
2.6.2.  ¿Sobre qué normas supranacionales se debe ejercitar el 
control de convencionalidad? 
Tanto los jueces internos como los de la Corte Interamericana, deben buscar la 
compatibilidad entre las normas locales y las supranacionales. En este aspecto cabe 
repetir, que cuando hablamos de estas últimas no nos referimos sólo al Pacto de San 
José, sino a otros Tratados Internacionales ratificados por los Estados Mienbros, tales 
como el Ius cogens y la amplia jurisprudencia de la Corte IDH. 
Al aludir a las normas internacionales se pueden citar: el Protocolo de San Salvador; el 
Protocolo Relativo a la Abolición de la Pena de Muerte; la Convención para Prevenir y 
Sancionar la Tortura; la Convención de Belém do Para, para la Erradicación de la 
Violencia contra la Mujer, la Convención sobre Desaparición Forzada, entre otros; que 
integran el corpus iuris convencional de los derechos humanos. 
                                               
 
138
 Convención Americana sobre Derechos Humanos. Artículo 46.1.a.  
¡Error! No se encuentra el origen de la referencia. 59 
 
2.6.3.  ¿Sobre qué normas nacionales se debe ejercer la 
comparación? 
Una consecuencia de la violación de las disposiciones supranacionales es la necesidad 
de adecuar o adaptar, las reglas del derecho interno a los Tratados. Esto implica que si 
los preceptos domésticos, sean legislativos o de cualquier otro carácter, y las prácticas 
estatales de cualquiera de las tres ramas del poder, no protegen debidamente las 
libertades fundamentales enunciadas por el Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos, le corresponderá al Estado adecuarlas, y, en su caso, suprimir aquellas que 
transgredan los Derechos Humanos, o crear las que corresponda. Estamos hablando del 
deber general del Estado de adecuación de las normas internas.139  
Resulta claro, entonces, que el Control de Convencionalidad tiene que hacerse a través 
de una comparación, que deben cumplir los jueces del país, entre las reglas internas de 
esencia legislativa, administrativa o de cualquier otro carácter, por un lado; y los Tratados 
aludidos, la jurisprudencia de la Corte IDH y el ius cogens, por el otro. 
A decir verdad, la Corte no ha hecho una descripción de qué tipo de preceptos locales 
deben ser controlados, por lo que consideramos que cualquier regla de alcance general y 
abstracto que amenace o vulnere un Derecho Fundamental (ley, decreto, ordenanza, 
actos administrativos, Constitución Política), tiene que estar incluida en el concepto 
aludido. 
Como bien se ha expresado, en los países donde la doctrina jurisprudencial fijada por el 
Tribunal Constitucional o por la Corte Suprema es obligatoria para los tribunales 
inferiores, ella reviste el carácter de 'norma' o 'ley' y por ende puede y debe ser incluida 
en el Control Convencional que hemos venido desarrollando.  
2.6.4. Control de oficio 
Sin perjuicio de lo que en definitiva resuelven los tribunales locales, reiteramos que 
según la interpretación de la Corte IDH los órganos del Poder Judicial deben ejercer no 
sólo un control de constitucionalidad, sino también de convencionalidad ex officio entre 
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las normas locales y la Convención Americana, evidentemente en el marco de sus 
respectivas competencias y de las regulaciones procesales correspondientes.  
Esta función no debe quedar limitada exclusivamente por las manifestaciones o actos de 
los accionantes en cada caso concreto, aunque tampoco implica que esa revisión deba 
ejercerse siempre, sin considerar otros presupuestos formales y materiales de 
admisibilidad y procedencia de ese tipo de acciones. 
Vista ahora la problemática no ya desde del derecho doméstico, sino del supranacional, 
lo cierto es que cuando las actuaciones llegan a la Corte Interamericana, ella realiza esta 
verificación, aun de oficio, considerando que es la última intérprete de la normativa 
interamericana y que por una cuestión meramente procesal no puede permitir que el 
Estado infrinja, en este caso la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 
2.1.1 2.6.5. ¿Qué consecuencias derivan del control de 
convencionalidad hecho por la Corte IDH? 
Cuando dicho cuerpo jurisdiccional, luego de realizar el control constitucional, dispone 
que en el caso concreto se violó la Convención, tal pronunciamiento es vinculante (Arts. 
62.3º y 68.1º del Pacto), y el Estado tiene la obligación de adaptar y en su caso modificar 
el derecho interno, incluyendo la propia Constitución como ocurrió en el caso de La 
Ultima Tentación de Cristo, bajo riesgo de incurrir en Responsabilidad Estatal. 
Esto quiere significar que desde esta vertiente la decisión interamericana no implica una 
abrogación automática del precepto local, pues es el país quien debe cumplir con el 
pronunciamiento regional. 
Tal criterio también es aplicable, con ciertas particularidades, en los casos de las 
Opiniones Consultivas. 
Sin embargo en los delitos de lesa humanidad la cosa parece tener un matiz diferenciado 
ya que a nuestro criterio, en tales circunstancias, por ejemplo en los casos "Barrios 
Altos";"Tribunal Constitucional de Perú" y "La Cantuta" la Corte IDH se comportó como 
un verdadero Tribunal Constitucional declarando inaplicables en todo el país y con efecto 




3. Capítulo 3 
3.1 Cambio de Paradigma. Nueva visión de la reparación 
integral a víctimas a través de la implementación del 
Control de Convencionalidad 
En el contexto del proyecto moral moderno donde ha de ubicarse el origen de la 
fragilidad de toda iniciativa común, se logra comprender las dificultades conceptuales 
emergentes en la transición del Estado liberal al Estado Social que se inicio en Colombia, 
a partir de la Constitución Política de 1991, al respecto “(…) un vasto universo normativo 
se inaugura con el cambio constitucional, y nuevas alternativas se ofrecen para la 
interpretación del concepto de interés público y su función como referente legitimador de 
los poderes y las normas que regulan la vida social colombiana”140.  
Luego el interés común coherente con la racionalidad moral atenta a los fines 
universalizables, es la base del referente que adjudica moralidad a los actos, normas y 
legitimidad del poder; de allí que se establezca que “El sentido del interés general como 
interés de todos, sería la realización del ideal moderno de autonomía y de freno al 
despotismo del poder; la concreción del mismo, sin embargo, permanecerá extraviada 
(…) entre el interés del individuo aislado y egoísta y el de la comunidad en general”141.  
 
Sin embargo, aún es latente en la moral occidental la preocupación por imponer límites a 
los deseos individuales para alcanzar un objetivo en común, ya que “Esclavos del 
                                               
 
140
 Motta, Cristina. Ética y Conflicto. Pág. 209  
141
 Motta, Cristina. Ética y Conflicto. Págs. 207-208.  
62 Marco cualificado sistémico de reparación integral a víctimas del conflicto 
armado colombiano a través del control de convencionalidad 
 
bienestar o huérfanos de lo esencial, asistimos impasibles a la disolución de cualquier 
idea de interés público”142.   
De allí que la pregunta ética por los fines universales se cuestione sobre la visión del 
mercado como símbolo unificador de intereses. Es así como la crisis del interés público 
se halla inescindiblemente ligada a la crisis de la moral moderna avasallada por la 
instrumentalidad del capitalismo, con lo cual “(…) deambula nostálgicamente buscando 
un soporte nuevo para edificar sobre él las posibilidades de dignificación de la vida 
colectiva”143.  
Surge de lo anterior que para poder comprender el alcance de la transformación 
constitucional y su nueva visión del interés público con los Derechos Fundamentales, se 
debe realizar una reflexión teórica acerca del universo valorativo en el cual se inserta la 
Constitución de 1991, en la cual y a diferencia de la de 1886, ya no podrá entenderse por 
interés público como aquel (…) interés de una entelequia abstracta y formal, opuesta a 
cualquier interés particular”144.  
Y es que la categoría constitucional de Estado Social de Derecho otorgada a Colombia, 
que pretende responder a la crisis socioeconómica liberal, parte de las críticas 
formuladas por las corrientes marxistas a los principios rectores de esa modalidad 
estatal; es así como la interpretación de varios principios constitucionales han de ser 
coherentes con la filosofía de la Carta, concretándose en transformaciones conceptuales 
tales como el “(…) alcance normativo de los derechos fundamentales y la reformulación 
de valores como la libertad y la igualdad”145.  
Consecuencia de lo anterior es la consagración de un amplio catálogo de derechos en la 
Carta Política de aplicación inmediata, con la cual se buscaba que el interés general se 
transformará en un espacio de realización efectiva de los derechos de todos y cada uno 
de los ciudadanos.  
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Para comprender lo anterior debe entenderse que el interés público desde una 
perspectiva histórica se ha visto de dos formas:  
a. Aquella que se origina en el individualismo liberal; y  
 
b. La que se origina en la tradición comunitarista. 
Al respecto el individualismo liberal considera que no existe posibilidad de que los entes 
colectivos puedan ser entes morales, ya que el interés general no se diferencia del 
interés de los individuos que conforman la sociedad; así, “(…) el liberalismo presupone 
que el individuo es capaz de definirse a sí mismo y de definir sus intereses antes de 
entrar en relación con otros”146.  
Por su parte, la visión comunitarista considera al Estado, nación o colectividad como 
instancias totalizadoras que superan los intereses particulares, estableciendo un interés 
superior y anterior al de los individuos que lo conforman, por ende “(…) el comunitarismo 
se sustenta en la profunda interrelación del individuo y la sociedad, en la inseparable 
conexión entre los valores individuales y los fines colectivos”.147 
No obstante, se procura superar las desventajas de cada una de las visiones señaladas, 
con lo cual se busca evitar que el interés público quede reducido a los intereses propios y 
egoístas de los individuos así, como la exclusiva adjudicación a un ente abstracto y 
colectivo impositivo sobre los individuos; dicha mixtura o relación ecléctica fue acogida en 
la Constitución Política de 1991, adquiriendo una tendencia liberal social, o dicho de otra 
forma, conformándose en un Estado Social de Derecho.  
Así, “La Carta de 1991 se aleja teóricamente de las corrientes libertarias y de su 
expresión neoliberal asumiendo los derechos de carácter positivo, inaugurando la 
democracia participativa y ampliando el papel del Estado; en consecuencia, rechaza la 
democracia meramente formal y redefine el concepto de libertad orientándolo hacia su 
aspecto positivo de autonomía”.148 
 
                                               
 
146
 Motta, Cristina. Ética y Conflicto. Universidad de Los Andes. Pág. 212 
147
 Motta, Cristina. Ética y Conflicto. Universidad de Los Andes. Pág. 213 
148
 Motta, Cristina. Ética y Conflicto. Universidad de Los Andes. Pág. 220 
64 Marco cualificado sistémico de reparación integral a víctimas del conflicto 
armado colombiano a través del control de convencionalidad 
 
De allí, que el interés general en el Estado Social de Derecho deja de ser una idea moral 
que se superpone sobre cualquier otro interés, aceptando la multiplicidad de intereses 
personales, grupales e institucionales que conforman la colectividad no subordinados al 
interés general.  
Ahora bien, partiendo de los postulados del derecho natural racional, se esboza la idea 
de derechos y de principios del Estado de Derecho, adoptando una visión de la teoría del 
discurso en la cual los principios del Estado de Derecho y los Derechos Fundamentales 
se hallan en constituciones históricas y en sistemas políticos determinados, así “Quedan 
interpretados en ordenes jurídicos concretos: en el nivel simbolismo cultural quedan 
interpretados en el derecho constitucional, y en el nivel del sistema de acción quedan 
interpretados en la realidad constitucional de las instituciones y procesos políticos”.149  
Es así, como los órdenes jurídicos concretos representan, además de las diferentes 
variantes de la realización de los derechos y principios; los diferentes paradigmas 
jurídicos. 
Es claro, que un paradigma jurídico logra explicar, junto con un modelo de sociedad 
contemporánea, el modo en que deben entenderse y manejarse los principios del Estado 
de Derecho y los derechos fundamentales, cumpliendo en el contexto dado las funciones 
que normativamente tienen asignadas, luego “El paradigma jurídico indica entonces 
cómo en el marco de tal modelo pueden entenderse y realizarse los derechos 
fundamentales y los principios del Estado de Derecho”.150 
De allí que el puente entre el desarrollo del marco jurídico normativo en materia de 
reparación a víctimas en Colombia y los desarrollos jurisprudenciales y consuetudinarios 
que se han generado en el marco de Derecho Internacional de los Derechos Humanos y 
el Derecho Internacional Humanitario, en los albores del siglo XXI, es el denominado 
Control de Convencionalidad151, esto es, la particularización de un nuevo paradigma 
jurídico sustentado en la obligación que tienen los jueces de la República de realizar no 
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solamente un control de legalidad y constitucionalidad frente al caso en concreto, sino de 
igual forma un control convencional mediante la contrastación de las normas nacionales, 
incluida la Constitución Política,152 aplicables al caso concreto, respecto de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos de la cual Colombia es Estado Parte, y en caso de 
no hacerlo, correspondiéndole por vía de subsidiariedad a la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, fundada en el artículo 2º de dicha Convención.  
Lo anterior enmarcado en una teoría del derecho coherente con la dogmática jurídica en 
la medida que se privilegia la perspectiva del juez, fenómeno comprendido a partir de la 
posición funcional que la actividad judicial ocupa en el sistema jurídico, ya que “Como 
todas las comunicaciones jurídicas remiten a pretensiones susceptibles de accionarse 
judicialmente, el proceso judicial constituye el punto de fuga para el análisis del sistema 
jurídico”.153 
Y es que la tensión inherente al derecho entre facticidad y validez es expresada a través 
de la administración de justicia como tensión entre el principio de seguridad jurídica y la 
pretensión de dictar decisiones correctas.  
Así, “Los fallos emitidos, para cumplir la función socio integradora que ha de ejercer el 
orden jurídico y satisfacer a la pretensión de legitimidad del derecho, han de cumplir a la 
vez los requisitos de representar decisiones consistentes y de ser racionalmente 
aceptables”154, como quiera que “(…) la cuestión sobre cuáles estructuras organizativas y 
cuáles mecanismos de decisión y discusión pueden producir procedimentalmente 
resultados legítimos, depende de las „condiciones políticas y sociales concretas, de la 
disponibilidad de recursos, de información y similares‟”.155 
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Para lograr lo anterior, el principio de seguridad jurídica exige decisiones consistentes en 
el marco del Ordenamiento Jurídico vigente, el cual es resultado “(…) de todo un 
inabarcable tejido de decisiones pasadas del legislador y de los jueces, o de tradiciones 
articuladas en términos de derecho consuetudinario”.156  
En complemento, dichas decisiones han de estar fundamentadas racionalmente, para 
que  puedan ser aceptadas por los asociados, ya que “Las sentencias de los jueces, los 
cuales deciden un caso actual precisamente también en el horizonte de un presente 
futuro, pretenden validez a la luz de reglas y principios legítimos”.157 
Cabe recordar, no obstante que lo anterior se enmarca en “La función del derecho, la 
cual puede definirse como su capacidad para proporcionar generalizaciones congruentes 
de las expectativas para la sociedad en su conjunto (…) Su operación es resolver los 
conflictos que se producen en otros subsistemas sociales y que no pueden ser resueltos 
por ellos mismo”.158 
Con ello es plausible, además de necesario, la formulación o estructuración de un marco 
cualificado sistémico de reparación integral de las víctimas en Colombia, aplicando en 
cada caso concreto sometido a la jurisdicción penal y en lo que respecta a la 
participación y reparación de las víctimas del conflicto armado colombiano.  
Dicho marco cualificado sistémico no es otra cosa que un estándar jurídico que se nutre 
de los insumos brindados por la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, los desarrollos incipientes de la Corte Penal Internacional, las decisiones 
judiciales del Tribunal Europeo de Derechos Humanos o bien el soft law o normas 
consuetudinarias desarrolladas en el seno de la Asamblea General de las Naciones 
Unidas tales como los Principios fundamentales de justicia para las víctimas de delitos y 
del abuso de poder159 o los Principios y Directrices básicos sobre el derecho de las 
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víctimas de violaciones a las normas internacionales de derechos humanos y del derecho 
internacional humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones,160 que he venido 
analizando reiteradamente a lo largo del presente trabajo investigativo.  
Dicho ello, es claro que éste marco cualificado sistémico, ya particularizado, adquiere un 
matiz relevante al tomar sus principales elementos en consonancia con los rasgos 
particulares de la Ley 1448 de 2011, denominada Ley de Víctimas y Restitución de 
Tierras, la cual resulta aún muy reciente, como para poder evaluar sus resultados. No 
obstante, lo anterior no es óbice para realizar un pertinaz análisis de la nueva normativa, 
en aras de fortalecer y proponer elementos jurídicos que cohesionen una idónea 
reparación integral a las víctimas del conflicto armado colombiano, teniendo en cuenta el 
respeto a la Dignidad Humana y los Derechos Fundamentales de los asociados.  
Visto lo anterior, es claro pues, que se trata de adoptar una visión de los derechos 
humanos en la cual “(…) dejarían de ser exclusivamente mecanismos de defensa frente 
a injerencias estatales, para adquirir una dimensión participativa en las organizaciones e 
instituciones que dominan la vida social y política. (…) Los derechos fundamentales se 
convertirían en elementos de control de los sujetos usufructuarios de la esfera pública por 
parte de los sujetos autónomos”161. 
Luego, en este nuevo marco o estándar jurídico se logra comprender y aprehender el 
verdadero trasfondo de la reparación integral en directa relación con la pregunta 
planteada inicialmente ¿Cuál es la obligación del Estado frente a las violaciones de las 
disposiciones del Derecho Internacional de los Derechos Humanos y el DIH? 
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3.2 Ley de Víctimas y Restitución de Tierras. Por la cual 
se dictan medias de atención, asistencia y reparación 
integral a las víctimas del conflicto armado interno y 
se dictan otras disposiciones 
 
Resulta imperante realizar un minucioso análisis de las particularidades de la Ley 1448 
de 2011, y su directa correlación con los insumos ofrecidos por el marco cualificado 
sistémico de reparación integral de víctimas del conflicto armado colombiano, a través del 
Control de Convencionalidad.  
 
Esta ley que se ha ofrecido como una oportunidad histórica para la construcción de paz 
en Colombia, pretende cobijar a cerca de cuatro (4) millones de víctimas a partir de 1985, 
reparando económica y simbólicamente, aunado al esfuerzo de alcanzar la restitución de 
aproximadamente dos (2) millones de hectáreas de tierras a campesinos desplazados 
por el accionar de los grupos armados al margen de la ley. 
 
No obstante, y como podrá constatarse a simple vista, los desafíos que asume la Ley de 
Víctimas y Restitución de Tierras resultan igualmente imponentes, como quiera que 
Colombia aún padece de un prolongado, degrado e inhumano conflicto armado; sin 
olvidar los diversos intereses económicos, políticos y militares que se han visto 
torpedeados por el accionar de la ley en comento, y los cuales han realizado 
significativas maniobras que han atentado contra la eficacia de una ley que se centra por 
primera vez en el sufrimiento de las miles de víctimas que ha dejado el conflicto armado 
colombiano.  
 
A continuación expondré las principales características de la recién promulgada Ley 1448 
de 2011.  
El objeto normativo de la Ley 1448 de 2011 es la regulación de la asistencia y reparación 
integral de las víctimas ofreciendo mecanismos jurídicos para que éstas reivindiquen sus 
derechos humanos y el pleno respeto de su dignidad humana.  
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Para lograr tal acometido, la Ley se sirve de sus Principios Generales, entre los cuales 
encontramos los siguientes:  
3.2.1 Principios Generales  
La ley de víctimas y restitución de tierras estipula como principios generales de la 
reparación a las víctimas, la Dignidad (Art. 4º), la Buena Fe (Art. 5º), la Igualdad (Art. 6º), 
las Garantía del Debido Proceso (Art. 7º), la Justicia Transicional (Art. 8º) y el Enfoque 
Diferencial (Art. 13º)162, entre otros.  
Los anteriores principios se hilvanan como una carta de navegación que demarca como 
destino final la reparación integral de las víctimas por la transgresión de sus derechos 
humanos a través de la puesta en marcha de mecanismos tales como medidas de 
restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición, tal y 
como lo establece el artículo 1º en concordancia con el artículo 69º y siguientes del 
precitado cuerpo normativo, y que encuentra corresponsabilidad con las disposiciones 
establecidas en el artículo 10º de los Principios y Directrices básicos sobre el derecho de 
las víctimas de violaciones a las normas internacionales de derechos humanos y del 
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orientación sexual y situación de discapacidad. Por tal razón, las medidas de ayuda humanitaria, 
atención, asistencia y reparación integral que se establecen en la presente ley, contarán con dicho 
enfoque. El Estado ofrecerá especiales garantías y medidas de protección a los grupos expuestos 
a mayor riesgo de las violaciones contempladas en el artículo 3° de la presente Ley tales como 
mujeres, jóvenes, niños y niñas, adultos mayores, personas en situación de discapacidad, 
campesinos, líderes sociales, miembros de organizaciones sindicales, defensores de derechos 
humanos y víctimas de desplazamiento forzado. Para el efecto, en la ejecución y adopción por 
parte del Gobierno Nacional de políticas de asistencia y reparación en desarrollo de la presente 
ley, deberán adoptarse criterios diferenciales que respondan a las particularidades y grado de 
vulnerabilidad de cada uno de estos grupos poblacionales. Igualmente, el Estado realizará 
esfuerzos encaminados a que las medidas de atención, asistencia y reparación contenidas en la 
presente ley, contribuyan a la eliminación de los esquemas de discriminación y marginación que 
pudieron ser la causa de los hechos victimizantes”  
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derecho internacional humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones,163 
anteriormente citada.  
En ese sentido, la Ley 1448 de 2011 realiza un esfuerzo jurídico para fortalecer la 
relación entre el Estado y las víctimas, al establecer el principio de Corresponsabilidad, el 
cual engloba el conjunto de acciones del Estado, la sociedad civil, la comunidad 
internacional así como la participación activa de las víctimas para superar su situación de 
vulnerabilidad; enmarcadas en el respeto mutuo y la cordialidad (Art. 15º).  
Ahora bien, en lo que concierne al accionar del Estado, se irradian los principios de la 
Justicia Transicional (Art. 8º) y de sostenibilidad fiscal (Art. 19º); mediante la primera se 
establece que todo individuo que sea considerado víctima se hace acreedor al derecho a 
la verdad, la justicia, la reparación y la garantía de no repetición, con independencia de 
quién sea el responsable de la violación de los derechos humanos. No obstante el 
parágrafo tercero del artículo 9º establece:  
“Por lo tanto, las medidas de atención, asistencia y reparación contenidas en la presente 
ley, así como todas aquellas que han sido o que serán implementadas por el Estado con 
el objetivo de reconocer los derechos de las víctimas a la verdad, justicia y reparación, no 
implican reconocimiento ni podrán presumirse o interpretarse como reconocimiento de la 
responsabilidad del Estado, derivada del daño antijurídico imputable a este en los 
términos del artículo 90 de la Constitución Nacional, como tampoco ningún otro tipo de 
responsabilidad para el Estado o sus agentes”.164  
Considero que esta disposición resulta infortunada, como quiera que ofrece una 
oportunidad que fomenta la impunidad, transgrediendo el derecho a la justicia de las 
víctimas y socavando la base y propósito de la ley, situación que adquiere mayor 
relevancia teniendo en cuenta que en Colombia aún se mantiene el conflicto armado.  
 
En lo que respecta al principio de Sostenibilidad Fiscal, se establece la elaboración de un 
documento CONPES dentro de los seis (6) meses siguientes a la expedición de la Ley de 
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 Ibídem.  
164
 L. 1448/2011. Artículo 9º parágrafo 3.  
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víctimas y restitución de tierras, asegurando la sostenibilidad fiscal que permita su 
Continuidad y Progresividad (Art. 17º).  
Efectivamente, mediante documento CONPES 3712 de 1º de diciembre de 2011, 
elaborado por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, el Departamento 
Administrativo para la Prosperidad Social, el Ministerio de Justicia y del Derecho y el 
Departamento Nacional de Planeación; y enmarcado en el Plan Nacional de Desarrollo 
2010 – 2014 ―Prosperidad para Todos‖, se establecieron los lineamientos del Plan 
Nacional de Financiación y Sostenibilidad para la Ley de Víctimas y Restitución de 
Tierras.  
En dicho documento se describen los antecedentes de la Ley 1448 de 2011, se 
desarrolla el costeo de los componentes contemplados en la misma, se definen las 
orientaciones presupuestales que deben permear su implementación y se indican los 
parámetros para su efectivo desarrollo.  
Cabe resaltar que la implementación de mecanismos y proyecciones económicas 
referentes a la aplicabilidad de la Ley 1448 de 2011 logró erradicar el mezquino 
argumento de la insostenibilidad fiscal que conllevaría una adecuada reparación integral 
a las víctimas del conflicto armado colombiano y que incluso podría llevar a un estado de 
iliquidez al Estado colombiano.  
Sin embargo, aunque resulta evidente el alto costo económico que implica la aplicación 
de la Ley de Víctimas y Restitución de Tierras reflejado en el alto endeudamiento del 
Estado colombiano hasta el año 2021, es igualmente cierto que las transgresiones a las 
disposiciones del Derecho Internacional de los Derechos Humanos y al DIH 
desarrolladas durante décadas como producto del conflicto armado interno no pueden 
entrar a negociarse con factores netamente económicos que obedecen en gran medida a 
intereses políticos y sociales contrarios a la aplicación de la ley en comento.165  
  
                                               
 
165
 Al respecto puede verse: González Posso, Camilo. El Mito de la quiebra del Estado por la 
Reparación. Foro SEMANA, Universidad Jorge Tadeo Lozano e INDEPAZ, 1 de agosto de 2006. 
Actualizado. Véase en http://ediciones.indepaz.org.co/wp-
content/uploads/2012/02/Documento_3911.pdf. Consultado el 17 de mayo de 2012.  
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3.2.2 ¿Quién es víctima? 
La definición de víctima resultó un concepto neurálgico y complejo al momento de 
establecer la reparación integral encaminada a las miles de personas que han visto 
mermados sus derechos fundamentales; dicha complejidad no fue ajena a los debates 
nacionales y legislativos al momento de elaborar el proyecto de ley, más aún teniendo en 
cuenta que el conflicto armado colombiano aún se encuentra vigente y que el tema de la 
responsabilidad jurídica de los victimarios es un asunto que se encuentra a medio 
camino.  
Sin embargo, el artículo 3º de la Ley 1448 de 2011 estableció que se consideran víctimas 
aquellas personas que individual o colectivamente hayan sufrido un daño por hechos 
ocurridos a partir del 1º de enero de 1985, como consecuencia de infracciones al 
Derecho Internacional Humanitario o de violaciones graves y manifiestas a las 
disposiciones internacionales del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, 
ocurridas con ocasión del conflicto armado interno.  
De la definición anteriormente dada, llama la atención a primera vista el establecimiento 
de una fecha determinada a partir de la cual se puede o no considerar el inicio de un 
período de crisis de los derechos humanos en Colombia, esta situación suscitó 
importantes debates nacionales que dieron cuenta de la compleja percepción que tiene la 
sociedad colombiana respecto del conflicto armado colombiano que aún se encuentra 
vigente166.  
Al respecto, considero que el establecimiento de una fecha como la consagrada en el 
precitado artículo 3º, siempre resultará variable y arbitraria teniendo en cuenta el largo 
período de violencia que ha azotado al país a lo largo de su historia y que ha 
desembocado en un prolongado, deshumanizado y degradado conflicto armado.  
 
                                               
 
166
 Al respecto puede verse: Uprimny, Rodrigo. Reparar Víctimas ¿desde qué fecha? DeJusticia. 
La Silla Vacía, 19 de enero de 2011. Véase en 
http://www.lasillavacia.com/elblogueo/dejusticia/21142/reparar-victimas-desde-que-fecha. 
Consultado el 18 de mayo de 2012.  
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Lo anterior se complementa con lo plasmado en el parágrafo 4º del artículo en mención, 
al establecer que las personas que hayan sido víctimas por hechos ocurridos antes del 1º 
de enero de 1985 tienen derecho a la verdad, a medidas de reparación simbólica y a las 
garantías de no repetición previstas en la presente ley, sin necesidad de que sean 
individualizadas.  
Por otra parte resulta relevante realizar un análisis de la definición de víctima teniendo en 
cuenta el desarrollo otorgado al término en otros cuerpos normativos. Así, encontramos 
que en los Principios fundamentales de justicia para las víctimas de delitos y del abuso 
de poder “Se entenderá por „víctimas‟ las personas que, individual o colectivamente, 
hayan sufrido daños, inclusive lesiones físicas o mentales, sufrimiento emocional, pérdida 
financiera o menoscabo sustancial de los derechos fundamentales, como consecuencia 
de acciones u omisiones que violen la legislación penal vigente en los Estados Miembros, 
incluida la que proscribe el abuso de poder”.167   
De igual forma, la condición de víctima, establece el artículo 3º en comento, se extiende 
al cónyuge, compañero o compañera permanente o pareja del mismo sexo y a familiares 
en primer grado de consanguinidad o primero civil de la víctima directa, cuando a esta se 
le hubiere dado muerte o estuviere desaparecida, y en caso de que estas falten, serán 
víctimas las que se encuentren en segundo grado de consanguinidad ascendente. 
También se consideran víctimas a las personas cuyos derechos fundamentales se hayan 
visto comprometidos al intervenir para asistir a la víctima en peligro o para prevenir la 
victimización.  
Lo anterior puede contrastarse con lo concertado en el Principio 2º de los Principios 
fundamentales de justicia para las víctimas de delitos y del abuso de poder, que resuelve:  
“Podrá considerarse „víctima‟ a una persona, con arreglo a la presente Declaración, 
independientemente de que se identifique, aprehenda, enjuicie o condene al perpetrador 
e independientemente de la relación familiar entre el perpetrador y la víctima. En la 
expresión „víctima‟ se incluye además, en su caso, a los familiares o personas a cargo 
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 Principios fundamentales de justicia para las víctimas de delitos y del abuso de poder. 
Adoptados por la Asamblea General en su Resolución 40/34, de 29 de noviembre de 1985.  
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que tengan relación inmediata con la víctima directa y a las personas que hayan sufrido 
daños al intervenir para asistir a la víctima en peligro o para prevenir la victimización”.168 
Ahora bien, establece el parágrafo 1º del artículo en estudio que los miembros de la 
Fuerza Pública que sean víctimas en los términos antes señalados, podrán acceder a 
una reparación económica que se corresponderá por todo concepto a la que tengan 
derecho de acuerdo al régimen especial que les cobija y a las modalidades de reparación 
que establece la Ley 1448 de 2011 y que no se encuentran contemplados en sus 
regímenes especiales.  
En lo que respecta al parágrafo 2º del artículo 3º de la Ley de víctimas y restitución de 
tierras, se estipula que los miembros de los grupos armados organizados al margen de la 
ley no serán considerados como víctimas, salvo en los casos en los que los niños, niñas 
o adolescentes hubieren sido desvinculados del grupo armado organizado al margen de 
la ley siendo menores de edad.  
3.2.3 Derechos de las víctimas 
Como postulado inicial se afirma que las víctimas son titulares en condiciones de 
igualdad de los derechos que confieren la Constitución y las leyes a toda persona en 
Colombia, aunados a los principios de Verdad, Justicia y Reparación (Art. 28º numeral 1º) 
a los cuales ya hemos hecho referencia anteriormente.  
 
Sin embargo, la Ley de víctimas y restitución de tierras establece igualmente que las 
víctimas se harán acreedoras de los siguientes derechos: 
 
a. Derecho a ser beneficiario de las acciones afirmativas adelantadas por el Estado 
para proteger y garantizar el derecho a la vida en condiciones de dignidad (Art. 
28º numeral 3º). 
b. Derecho a solicitar y recibir atención humanitaria (Art. 28º numeral 4º).  
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 Ibíd.  
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c. Derecho a participar en la formulación, implementación y seguimiento de la 
política pública de prevención, atención integral y reparación (Art. 28 numeral 5º).  
d. Derecho a que la política pública presente un enfoque diferencial (Art. 28 numeral 
6º). 
e. Derecho a la reunificación familiar cuando por razón de su tipo de victimización se 
halla dividido el núcleo familiar (Artículo 28 numeral 7º).    
f. Derecho a retornar a su lugar de origen o reubicarse en condiciones de 
voluntariedad, seguridad y dignidad (Artículo 28 numeral 8º).  
g. Derecho a conocer el estado de procesos judiciales y administrativos que se 
estén adelantando, en los que tengan un interés como parte o intervinientes.  
Lo anterior, establece la Ley 1448 de 2011, debe desarrollarse dentro del marco del 
principio de Participación Conjunta (Art. 29º), mediante el cual las víctimas deberán 
brindar información veraz y completa a las autoridades encargadas de realizar el registro 
y el seguimiento de su situación o la de su hogar, haciendo uso de los mecanismos de 
atención y reparación de acuerdo con los objetivos para los cuales fueron concebidos.  
3.2.4 Ayuda Humanitaria 
Establece el artículo 47º de la Ley de víctimas y restitución de tierras que las víctimas 
recibirán ayuda humanitaria de acuerdo a las necesidades inmediatas que guarden 
relación directa y causal con el hecho victimizante, teniendo como objetivo socorrer, 
proteger y atender sus necesidades de alimentación, aseo personal, manejo de 
abastecimientos, utensilios de cocina, atención médica y psicológica de emergencia, 
transporte de emergencia y alojamiento transitorio en condiciones dignas y manteniendo 
un enfoque diferencial, en el momento de la violación de los derechos humanos o en el 
momento en el que las autoridades tengan conocimiento de la misma.  
 
Luego, el parágrafo 1º establece como directriz la obligación de prestar alojamiento y 
alimentación transitoria en condiciones dignas y de manera inmediata a las víctimas, por 
parte de las entidades territoriales en primera instancia, la Unidad Administrativa Especial 
de Atención y Reparación a Víctimas y de forma subsidiaria el Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar.  
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Complementariamente, establece el parágrafo 2º del mencionado artículo, las 
instituciones hospitalarias, públicas o privadas, del territorio nacional, que prestan 
servicios de salud, tienen la obligación de prestar atención de emergencia de manera 
inmediata a las víctimas que la requieran, con independencia de la capacidad 
socioeconómica de los demandantes de estos servicios y sin exigir condición previa para 
su admisión.  
3.2.5 Red Nacional de Información 
Establece el artículo 153º de la Ley 1448 de 2011 que será la Unidad Administrativa 
Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas la responsable de la 
configuración y operación de la Red Nacional de Información para la Atención y 
Reparación a las Víctimas, la cual fungirá como instrumento que garantizará al Sistema 
Nacional de Atención y Reparación a las Víctimas una rápida y eficaz información 
nacional y regional sobre las violaciones señaladas en el artículo 3º anteriormente 
comentado, permitiendo la identificación y el diagnóstico de las circunstancias que 
ocasionaron el daño a las víctimas.  
De esta forma, el Sistema Nacional de Atención y Reparación Integral a las víctimas 
deberá evaluar la magnitud del problema, adoptando las medidas necesarias para la 
atención inmediata, elaborando planes para la atención y reparación integral de las 
víctimas inscritas en el Registro Único de Víctimas (Art. 154º).  
Éste registro incluye la información suministrada por las víctimas y se desarrollará con el 
fin de que las mismas tengan acceso a las medidas de reparación incorporadas en la Ley 
1448 de 2011 y desarrolladas más adelante.  
Debe aclararse, que en lo que respecta al reconocimiento a las víctimas del 
desplazamiento forzado, además de las medidas adoptadas en la Ley en comento, el 
Gobierno Nacional deberá adoptar algunas medidas específicas desde un enfoque que 
asuma el respeto y garantía de los Derechos Humanos como criterio orientador 
respetando el enfoque diferencial.  
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3.2.5 Reparación  
Establece el artículo 69º de la Ley de víctimas y restitución de tierras que las víctimas 
tienen derecho a ser reparadas por medio del diseño e implementación de medidas de 
restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición, en 
sus dimensiones individual, colectiva, material, moral y simbólica.  
Al respecto, es importante hacer alusión a lo preceptuado en el parágrafo primero, 
principio 10º de los Principios y Directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de 
violaciones a las normas internacionales de derechos humanos y del derecho 
internacional humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones, el cual establece:  
“De conformidad con su derecho interno y sus obligaciones internacionales, y teniendo 
en cuenta las circunstancias del caso, los Estados deberían dar a las víctimas de las 
violaciones de las normas internacionales de derechos humanos y del derecho 
internacional humanitario una reparación en forma de: restitución, indemnización, 
rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición”.169 
Por último, es importante recalcar la implementación de un programa institucional de 
reparación colectiva que comprenda acciones orientadas a recuperar la institucionalidad 
del Estado Social de Derecho, recuperando y promoviendo los derechos de las víctimas, 
reconociéndolas y dignificándolas. De igual manera se realizará la reparación de 
colectivos dirigida a redes, organizaciones, comunidades o grupos que comparten una 
identidad colectiva y que han sido víctimas de graves violaciones de los Derechos 
Humanos.  
3.2.6 Restitución 
Establece el artículo 71º de la Ley 1448 de 2011, que se entenderá por restitución, la 
realización de medidas para el restablecimiento de la situación anterior a las violaciones 
contempladas en el artículo 3º de la Ley objeto de análisis. Al respecto el parágrafo 
segundo del principio 10º antes aludido establece:  
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“La restitución, que, en la medida de lo posible debería devolver a la víctima a la 
situación anterior a la violación de las normas internacionales de derechos humanos o 
del derecho internacional humanitario, comprende el restablecimiento de la libertad, los 
derechos, la situación social, la vida familiar y la ciudadanía de la víctima; el retorno a su 
lugar de residencia, la reintegración en su empleo y la devolución de sus propiedades”.170 
Ahora bien, en lo que concierne al caso de tierras, la Ley de víctimas y restitución de 
tierras adoptó medidas para la restitución de éstas a los despojados y, en caso de no ser 
posible, por causa de la adquisición de terceros de buena fe, se buscara determinar y 
reconocer la compensación económica correspondiente.  
De igual forma, las víctimas cuya vivienda haya sido afectada por despojo, abandono, 
pérdida o menoscabo, tendrán prioridad en el acceso a programas de mejoramiento o 
subsidio de vivienda del Estado. Por otra parte, en materia de asistencia crediticia, las 
víctimas tendrán acceso a los beneficios de tasa compensada a cargo del Estado como 
efecto reparador; y en punto de capacitación, el SENA dará prioridad y facilidad para el 
acceso de jóvenes y adultos víctimas a sus programas de formación y capacitación 
técnica; así mismo el Estado diseñará programas y proyectos especiales para la 
generación de empleo rural y urbano con el fin de apoyar el auto sostenimiento de las 
víctimas.  
3.2.7 Indemnización 
No define el artículo 132º de la Ley 1448 de 2011, la indemnización como forma de 
reparación integral, sin embargo específica que el Gobierno Nacional, reglamentará el 
trámite, procedimiento, mecanismos, montos y demás lineamientos para otorgar la 
indemnización individual por la vía administrativa a las víctimas, encaminada a la 
superación del estado de vulnerabilidad de las mismas.  
 
Por su parte, el parágrafo tercero del principio 10º antes señalado establece lo siguiente:  
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 Ibíd.  
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“Debería indemnizarse todo perjuicio evaluable económicamente que fuera consecuencia 
de una violación de las normas internacionales de derechos humanos o del derecho 
internacional humanitario, tal como:  
a. El daño físico o mental, incluido el dolor, el sufrimiento y la angustia; 
b. La pérdida de oportunidades, incluidas las de educación; 
c. Los daños materiales y la pérdida de ingresos, incluido el lucro cesante; 
d. El daño a la reputación o a la dignidad; y 
e. Los gastos de asistencia jurídica o de expertos, medicinas y servicios médicos, 
psicológicos y sociales”.171 
Así, la Ley 1448 de 2011 se encarga de reglamentar los procedimientos, mecanismos y 
montos par conceder la indemnización individual de las víctimas por vía administrativa 
bajo las etapas señaladas en el Código Contencioso Administrativo, garantizando el 
principio constitucional del Debido Proceso, estableciendo un período probatorio que 
garantice el derecho de contradicción y los Principios de Progresividad, Gradualidad y 
Sostenibilidad Fiscal que rigen la Ley. 
3.2.7 Rehabilitación  
El artículo 135º de la Ley de víctimas y restitución de tierras estipula que la rehabilitación, 
como medida de reparación consiste en el conjunto de estrategias, planes, programas y 
acciones de carácter jurídico, médico psicológico y social, dirigidos al restablecimiento de 
las condiciones físicas y psicosociales de las víctimas.  
En ese sentido, el parágrafo cuarto del principio 10º que hemos venido comentando, 
dice:  
“La rehabilitación debería incluir la atención médica y psicológica, así como servicios 
jurídicos y sociales”.172 
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 Ibíd.  
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80 Marco cualificado sistémico de reparación integral a víctimas del conflicto 
armado colombiano a través del control de convencionalidad 
 
De esta forma se incluye la readaptación, la atención médica, la atención psicológica de 
acuerdo con las competencias y responsabilidades de los actores del Sistema General 
de Seguridad Social en Salud. Es claro, en igual medida que el acompañamiento 
psicosocial debe ser transversal al proceso de reparación y prolongarse en el tiempo de 
acuerdo con las necesidades de las víctimas, sus familiares y la comunidad, teniendo en 
cuenta la atención diferencial.  
3.2.8 Medidas de Satisfacción 
Estipula el artículo 139º de la Ley en comento que será función del Gobierno Nacional, a 
través del Plan Nacional para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, la 
realización de acciones tendientes a restablecer la dignidad de la víctima y difundir la 
verdad sobre lo sucedido; así, las medidas de satisfacción serán aquellas acciones que 
proporcionan bienestar y contribuyen a mitigar el dolor de la víctima.   
Algunas de las medidas enunciadas son el reconocimiento público del carácter de víctima 
ante la comunidad y el ofensor, la realización de actos conmemorativos, el otorgamiento 
de condecoraciones, la difusión pública y completa del relato de las víctimas sobre el 
hecho que la victimizó, la colaboración para la identificación de cadáveres y su 
inhumación posterior y la difusión de las disculpas y aceptaciones de responsabilidad 
hechas por los victimarios.  
 Por su parte, consagra el principio 10º lo siguiente:  
“La satisfacción y garantías de no repetición deberían incluir, cuando fuere necesario: 
 La cesación de las violaciones continuadas; 
a. La verificación de los hechos y la difusión pública y completa de la verdad en la 
medida en que no provoque más daños innecesarios a la víctima, los testigos u 
otras personas ni sea un peligro para su seguridad; 
b. La búsqueda de los cadáveres de las personas muertas o desaparecidas y la 
ayuda para identificarlos y volverlos a inhumar según las tradiciones familiares y 
comunitarias; 
c. Una declaración oficial o decisión judicial que restablezca la dignidad, reputación 
y derechos de la víctima y de las personas más vinculadas con ella; 
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d. Una disculpa que incluya el reconocimiento público de los hechos y la aceptación 
de responsabilidades; 
e. La aplicación de sanciones judiciales o administrativas a los responsables de las 
violaciones; 
f. Conmemoraciones y homenajes a las víctimas; 
g. La inclusión en los manuales de enseñanza de los derechos humanos y del 
derecho internacional humanitario, así como en los libros de texto de todos los 
niveles de una relación fidedigna de las violaciones cometidas contra los 
derechos humanos y el derecho internacional humanitario; 
h. La prevención de nuevas violaciones.”173 
 
3.2.9 Garantías de no repetición 
El artículo 149º de la Ley 1448 de 2011, establece que entre las garantías de no 
repetición se encontrarán la desmovilización y el desmantelamiento de los grupos 
armados al margen de la ley.  
Al igual que a) la verificación de los hechos y la difusión pública y completa de la verdad 
judicial, b) la aplicación de sanciones a los responsables de las violaciones, c) la 
prevención de violaciones de derechos humanos, d) el fortalecimiento técnico de los 
criterios de asignación de las labores de desminado humanitario, e) la inclusión de una 
sección de conocimiento de los derechos de las víctimas de violaciones en el Modelo 
Único Pedagógico de las Fuerzas Militares, f) la reintegración de niños que hayan 
participado en los grupos armados al margen de la ley, g) el diseño e implementación de 
estrategias, proyectos y políticas de reconciliación a nivel social e individual y h) el 
ejercicio de un control efectivo por las autoridades civiles sobre las fuerzas armadas y de 
seguridad.  
 
Por último establece el Principio 10º al que hemos venido haciendo alusión lo siguiente: 
                                               
 
173
 Ibíd.  
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“La prevención de nuevas violaciones:  
a. Asegurando un control efectivo de las fuerzas armadas y de seguridad por la 
autoridad civil;  
b. Limitando exclusivamente la competencia de los tribunales militares a los delitos 
específicamente militares cometidos por personal militar; 
c. Fortaleciendo la independencia del poder judicial; 
d. Protegiendo a los profesionales del derecho, de la información y de otros sectores 
conexos, y a los defensores de los derechos humanos; 
e. Impartiendo y fortaleciendo de modo prioritario y continuo capacitación en materia 
de derechos humanos a todos los sectores de la sociedad, y en particular a las 
fuerzas armadas y de seguridad y a los funcionarios encargados de hacer cumplir 
la ley; 
f. Fomentando el cumplimiento de los códigos de conducta y las normas éticas, en 
particular las normas internacionales, por los funcionarios públicos, incluido el 
personal de policía, prisiones, información, salud, servicios de psicología y 
sociales y fuerzas armadas, además del personal de empresas; y  
g. Creando mecanismos para vigilar la resolución de conflictos y la intervención 
preventiva” 
3.2.10 Sistema Nacional de Atención y Reparación Integral a las 
Víctimas 
Establecido mediante el artículo 159º se creó el Sistema Nacional de Atención y 
Reparación Integral a las Víctimas, el cual estará constituido por todas las entidades 
públicas del nivel gubernamental y estatal en los órdenes nacionales y territoriales 
encargados de formular y ejecutar los planes, programas, proyectos y acciones 
específicas, tendientes a la atención y reparación integral de las víctimas; así como las 
demás organizaciones públicas o privadas que participen en las diferentes acciones de 
atención y reparación. Estas entidades, entre otras, son:  
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Ahora bien, para el logro de los anteriores objetivos, el Sistema Nacional de Atención y 
Reparación Integral a las víctimas, contará con un Plan Nacional para la Atención y 
Reparación Integral a las Víctimas (Art. 175º), del cual hará parte el Plan Nacional de 
Reparación, elaborado por la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación. Este 
Plan será elaborado por las entidades del Sistema Nacional de Atención y Reparación 
Integral a las víctimas y se adoptará mediante documento CONPES.  
Mediante este Plan se adoptarán las medidas de asistencia, atención e implementación 
que garanticen la reparación a las víctimas, los mecanismos que faciliten asistencia legal 
para garantizarles el derecho a la verdad, la justicia, la restitución de sus derechos 
vulnerados y de sus bienes patrimoniales así como el derecho a la reparación integral, el 
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acceso a planes, programas y proyectos integrales de desarrollo urbano y rural, la 
atención especial con enfoque diferencial, la articulación de la atención de las 
instituciones del nivel central y territorial y la programación de herramientas que hagan 
seguimiento y monitoreo al Sistema de Información.  
El sistema, cuya dirección estará a cargo de la Vicepresidencia de la República, contará 
con dos instancias de coordinación a nivel nacional: La Dependencia Especial para la 
Atención y Reparación Integral a las Víctimas y un Comité Consultivo.  
La Dependencia Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, se 
encontrará al interior de Acción Social, será coordinada por el Vicepresidente de la 
República y le brindará soporte operativo para la dirección del Sistema Nacional de 
Atención y Reparación Integral a las Víctimas; tendrá bajo su responsabilidad el 
coordinar y hacer seguimiento a la implementación de la Ley de víctimas, aplicar 
instrumentos de certificación a las entidades que conforman el sistema, coordinar la 
asignación y regionalización del presupuesto, conformar el Comité de Reparaciones 
Administrativas y ser la secretaría técnica, generar los mecanismos y estrategias para la 
efectiva participación de las víctimas con enfoque diferencial y administrar el Fondo para 
la Reparación de las Víctimas (Art. 177º), entre otras.  
El Comité Consultivo, compuesto por el Comité de Coordinación Interinstitucional, 
diseñará las políticas y lineamientos orientados a fortalecer la capacidad de gestión del 
sistema y a garantizar el goce efectivo de los derechos a la verdad, la justicia y la 
reparación integral.  
En el nivel territorial la instancia de articulación son los Comités Territoriales de Atención 
y Reparación a las Víctimas, impulsados por los gobernadores y alcaldes municipales o 
distritales que prestarán apoyo y colaboración al Sistema Nacional de Atención y 
Reparación Integral a las Víctimas (Art. 174º).  
Habrá un Fondo de Reparación para las Víctimas de la Violencia, que comprende todos 
los bienes o recursos que se entreguen por las personas o grupos armados organizados 
ilegales, por recursos provenientes del presupuesto nacional y donaciones en dinero o en 
especie, nacionales o extranjeras, entre otros.  
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3.2.11 Protección Integral a niños, niñas y adolescentes víctimas  
Importante acápite de la Ley 1448 de 2011, que en su artículo 181º y siguientes 
establece que los niños, niñas y adolescentes víctimas de violaciones a los derechos 
humanos e infracciones al Derecho Internacional Humanitario gozarán de todos los 
derechos civiles, políticos, sociales, económicos y culturales, con el carácter de 
preferente y adicionalmente tendrán derecho, entre otros a la verdad, la justicia y la 
reparación integral (indemnización, rehabilitación, satisfacción, restitución y garantías de 
no repetición) (Art. 182º), a la reintegración social y económica, a la protección contra 
toda forma de violencia, abuso físico o mental, malos tratos o explotación, incluidos el 
reclutamiento ilícito (Art. 190º), el desplazamiento forzado, las minas antipersonal y las 
municiones sin explotar (Art. 189º) y la violencia sexual.  
El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar deberá diseñar los lineamientos específicos 
para procurar un proceso de reparación integral para los niños, niñas y adolescentes 
víctimas, el cual está contenido en el documento CONPES al cual se hizo referencia 
anteriormente (Artículo 182º, parágrafo primero). Sin embargo, los derechos de niños, 
niñas y adolescentes que han sido vulnerados deberán ser restablecidos mediante los 
mecanismos de la Constitución y el Código de Infancia y Adolescencia.  
3.2.12 Participación de las víctimas 
El artículo 192º de la ley que hemos venido comentando que se garantizará la 
participación oportuna y efectiva de las víctimas en los espacios de diseño, 
implementación y evaluación de la política a nivel nacional y territorial, a través de la 
conformación de comités consultivos de víctimas con reconocimiento en trabajo por la 
protección de los derechos que les asisten a las víctimas (Art. 193º).  
Se contará con un comité consultivo por municipio, por departamento y uno nacional en 
donde se debe garantizar la participación de las mujeres, niños, niñas y adolescentes, 
adultos mayores, indígenas, afrocolombianos y organizaciones defensoras de los 
derechos de las víctimas, además de los alcaldes y gobernadores. Los Comités 
Consultivos elegirán la Mesa Municipal, la Departamental y la Nacional (Art. 194º). 
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En Colombia es evidente aún la fuerte tradición legalista que ha impregnado todas las 
actuaciones públicas, no solamente de los jueces de la República, sino en general de 
todos los funcionarios y servidores públicos encargados de la Administración Pública.  
Sin embargo, resulta claro que dicha tradición legalista se vio mermada con la 
incorporación de la Constitución Política de 1991, caracterizada por un amplio catálogo 
de Derechos Humanos, así como, en lo atinente a nuestro tema, a la configuración del 
Bloque de Constitucionalidad (Art. 4º, 93º C.P.), que responde, como ya hemos 
establecido, a la internacionalización del Derecho Constitucional.  
Y aunque resulta relevante, y necesario, exponer los múltiples beneficios que dicho 
instituto jurídico ha reportado en beneficio del respeto y garantía de los Derechos 
Humanos, es igualmente importante llamar la atención, no solamente de los jueces de la 
República, sino en general de todos los servidores y funcionarios públicos, respecto de 
los nuevos desafíos que se imponen al discurso de los Derechos Humanos a nivel 
nacional e internacional y que se encuentran particularizados por nuevos procesos 
económicos, políticos, sociales y culturales acelerados por el fenómeno de la 
Globalización.  
En efecto, las amenazas y vulneraciones de los Derechos Humanos no son las mismas 
que las acaecidas hace cien o cincuenta años. De allí la importancia, y la trascendencia 
de la labor que se impone a los funcionarios y servidores públicos, de conocer y aplicar 
nuevas herramientas jurídicas que puedan responder con idoneidad y eficacia a estos 
nuevos desafíos planteados.  
Considero que el instituto jurídico del Control de Convencionalidad responde a estas 
exigencias, entendiéndolo como un umbral jurídico que ha de tener en cuenta todo 
funcionario y servidor público al momento de abordar un caso concreto, es decir, aunado 
a los ya conocidos juicios de legalidad y de constitucionalidad debe integrarse un juicio 
de convencionalidad.  
Siendo menester recalcar, que si la solución jurídica o el procedimiento jurídico planteado 
por el funcionario o servidor público no responden a las exigencias jurídicas de estos tres 
umbrales, debe descartarse sin miramiento, como quiera que de proceder con la misma, 
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resultaría ilegal, inconstitucional o inconvencional, con el consabido desmedro que está 
situación ocasionaría en los Derechos Humanos de la persona.  
De lo anterior surge, con clara lucidez, la importancia de conocer y aplicar las 
características de la constitucionalización del Derecho Internacional, a partir del 
conocimiento de los organismos internacionales que rigen en materia del Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos y el Derecho Internacional Humanitario, así 
como de los diversos tratados y convenciones que rigen la materia, aunado a nuevos 
institutos jurídicos, como lo es el Control de Convencionalidad, teniendo como finalidad el 
respeto de los Derechos Humanos, pues “Cuando la solidaridad entre todos los pueblos 
del mundo domine en el escenario internacional, se habrán superado las barreras 
ideológicas y culturales, más propias de los gobiernos. Entonces los derechos humanos 
constituirán el lenguaje común de la Humanidad, basado en normas imperativas y 
universales, que serán el estándar mínimo común a todos los pueblos, irrenunciable”174 
3.3 Marco Cualificado Sistémico de Reparación Integral a 
Víctimas  
La obligación de los Estados de reparar a las víctimas de violaciones de Derechos 
Humanos, es un concepto que se ha anclado como uno de los principales pilares del 
Derecho Internacional Público en materia de responsabilidad del Estado, así como 
reconocida por la doctrina y la jurisprudencia para finalmente decantarse en tratados de 
Derechos Humanos.175  
Efectivamente, en cuanto a su implementación en los Tratados de Derechos Humanos, 
es importante resaltar el artículo 63.1º de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, que al tenor dispone:  
“Cuando decida que hubo violación de un derecho o libertad protegidos en esta 
Convención, la Corte dispondrá que se garantice al lesionado en el goce de su derecho o 
                                               
 
174
 Villán Durán, Carlos. Curso de Derecho Internacional de los Derechos Humanos. Editorial 
Trotta. Pág. 114.  
175
 Corte IDH. Caso Velásquez Rodríguez. Sentencia de 21 de julio de 1989. Indemnización 
compensatoria., Serie C No. 7, párr. 25.  
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libertad conculcados. Dispondrá asimismo, si ello fuera procedente, que se reparen las 
consecuencias de la medida o situación que ha configurado la vulneración de esos 
derechos u el pago de una justa indemnización a la parte lesionada”176 
Empero, tratándose de las disposiciones contempladas en el Derecho Internacional de 
los Derechos Humanos y el Derecho Internacional Humanitario, se ha hilvanado un 
estándar jurídico mucho más amplio en materia de reparación en el que se ha dispuesto 
que las actuaciones del Estado deben estar encaminadas a la adopción de medidas de 
restitución, compensación, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición. 
Al respecto el Comité de Derechos Humanos de la ONU ha señalado lo siguiente:  
“El Comité toma nota de que, en los casos en que proceda, la reparación puede consistir 
en la restitución, la rehabilitación y la adopción de medidas tendientes a dar una 
satisfacción, entre ellas la presentación de disculpas públicas y testimonios oficiales, el 
ofrecimiento de garantías de evitar la reincidencia y la reforma de las leyes y prácticas 
aplicables, y el enjuiciamiento de los autores de violaciones de derechos humanos”.177 
Dicho estándar jurídico, o marco cualificado sistémico de reparación integral se 
estructura a partir de la aplicación de medidas tendientes a brindar herramientas de 
protección respecto de la víctima, tales como, la restitución (restitutio in integrum); la 
indemnización pecuniaria que ha de recaer sobre el daño material (Daño emergente – 
Lucro cesante), y el daño inmaterial;178 las medidas de satisfacción, encaminadas a la 
recuperación de la memoria histórica, la Dignidad Humana y el consuelo de los familiares 
de las víctimas; las medidas de rehabilitación y las garantías de no repetición.  
De lo anterior, resulta evidente que las medidas tendientes a la reparación integral de las 
víctimas, no solamente encuentran asidero jurídico en múltiples instrumentos y tratados 
internacionales que se han venido comentando a lo largo del presente trabajo 
investigativo; sino que también encontramos un importante respaldo legal en la 
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 Convención Americana sobre Derechos Humanos. Artículo 63.1º   
177
 Comité DH. Observación General 31, de 26 de mayo de 2044, párr. 16. 
178
 Respecto de la doctrina del daño inmaterial, se ha asumido en el Derecho Consuetudinario 
Internacional la doctrina del Pretium Doloris, esto es, el establecimiento de un nexo causal entre el 
padecimiento ocasionado en la víctima y el hecho causante de la transgresión a los Derechos 
Humanos. Al respecto véase: Corte IDH. Caso Bámaca Velásquez vs. Guatemala. Sentencia de 
25 de noviembre de 2000.    
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concepción de la Ley 1448 de 2011, la cual, según analizamos, se apropio de 
importantes elementos y conceptos decantados del Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos y el Derecho Internacional Humanitario.  
Con ello, los jueces de la República, así como los funcionarios y servidores públicos se 
encuentran dotados de un marco legal (Ley 1448 de 2011), un marco constitucional, 
respaldado por la amplia y concienzuda jurisprudencia de la Corte Constitucional, así 
como un marco convencional que halla su fuente nutricia en el amplio desarrollo 
jurisprudencial que han realizado la Corte Interamericana de Derechos Humanos y la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos respecto de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos y demás tratados que rigen la materia.  
Considero que el instrumento cohesionador de estos tres importantes estamentos, no es 
otro que el Control de Convencionalidad, cuya exigencia, respecto del caso concreto, le 
impone al funcionario o servidor público realizar un minucioso juicio de legalidad, 
constitucionalidad y convencionalidad, sin perder de vista jamás el respeto por los 
Derechos Humanos y la Dignidad de la persona.  
Es claro, que el momento histórico de Colombia en la actualidad resulta complejo y 
desafiante. Los resultados de la Ley 1448 de 2011 son aún precarios, en parte por la 
reciente promulgación de la ley, ora por los múltiples desafíos de carácter económico, 
político y social que han surgido desde diferentes sectores ideológicos, ora por la 
complejidad de la inmensa empresa que significa promover una reparación integral para 
las millones de víctimas que ha dejado el prolongado y deshumanizado conflicto armado 
colombiano, que aún persiste.  
 
Sin embargo, en los hombros de los jueces de la República, así como de los servidores y 
funcionarios públicos, ha recaído la trascendental misión de aplicar los instrumentos 
jurídicos encaminados a brindar una reparación integral a dichas víctimas.  
De la idoneidad con la que se avoquen a la realización de esta misión, estará en gran 
medida la posibilidad de una solución pacífica al conflicto armado colombiano 
sustentando en la reconciliación nacional. De allí, que el Control de Convencionalidad, el 
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cual se ha venido analizando, resulte en una valiosa herramienta en la consecución de 









1. La finalidad de la intervención de las víctimas y perjudicados dentro del proceso penal, ha 
evolucionado de la mera intervención procesal encaminada hacia la reparación pecuniaria  de 
perjuicios materiales, a una protección más integral en la que se da prevalencia a los Derechos 
a la Verdad y la Justicia.  
 
2. La Jurisprudencia de la Corte Constitucional ha destacado que tanto la Declaración Americana 
de Derechos del Hombre como la Declaración Universal de Derechos Humanos, marcan una 
tendencia en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos por desarrollar instrumentos 
que garanticen el derecho de todas las víctimas a una tutela judicial efectiva de sus derechos, 
a través de la cual no sólo obtengan reparación por el daño sufrido, sino también se garanticen 
sus derechos a la verdad y a la justicia. 
 
3. Los fundamentos constitucionales de los derechos de las víctimas en el Ordenamiento Jurídico 
colombiano,  así como los pronunciamientos que sobre la ley 906 de 2004 ha realizado la 
Corte Constitucional, permiten afirmar que la víctima ocupa un papel protagónico en el 
proceso, en el que los derechos de los sujetos que intervienen están predeterminados por los 
preceptos constitucionales, las fuentes internacionales acogidas por el orden interno y la 
jurisprudencia constitucional, siendo lo anterior el marco jurídico en el que se desenvuelve el 
alcance de las víctimas en Colombia.  
 
4. Las actuaciones de los organismos internacionales del Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos, consistentes en decisiones o Informes, controlan la actividad local de los Estados; 
con lo cual resulta claro que el Derecho local ha quedado supeditado al Derecho Internacional 
de los Derechos Humanos, ejerciendo una especie de tutela sobre las decisiones en firme de 
los más altos tribunales de justicia de cada país. 
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5. La Corte Interamericana ha trascendido de la figura del Bloque de Constitucionalidad, propia 
de la Internacionalización del Derecho Constitucional y a través de su Control de 
Convencionalidad anclado en los artículos 1.1º y 2º de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, ha generado un importante estándar que obliga a los Estados a respetar 
los derechos y libertades de los asociados, garantizando su libre y pleno ejercicio  (Art. 1.1º), e 
invitarles a adoptar las respectivas disposiciones internas consagras en la Convención (Art. 2º), 
respondiendo de esta manera a las exigencia de la Constitucionalización del Derecho 
Internacional.   
 
6. El Control de convencionalidad se entiende como la obligación que tienen los jueces de cada 
uno de los Estados Miembros, de efectuar no sólo control de legalidad y de constitucionalidad 
en los asuntos de su competencia, sino de integrar en el sistema de sus decisiones corrientes, 
las normas contenidas en la Convención Americana sobre Derechos Humanos.  
 
7. Con la Constitución Política de 1991 se configura un nuevo paradigma según el cual el interés 
general del Estado Social de Derecho consiste en una idea moral que se superpone sobre 
cualquier otro interés, aceptando la multiplicidad de intereses personales, grupales e 
institucionales que conforman la colectividad no subordinados al interés general. De allí que se 
adopte una visión que dé cuenta de cómo entenderse y manejarse los Principios del Estado 
Social de Derecho y los Derechos Fundamentales, cumpliendo en el contexto dado las 
funciones que normativamente tiene asignadas. 
 
8. El marco cualificado sistémico de reparación integral es un estándar jurídico que se nutre de 
los insumos brindados por la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
los desarrollos incipientes de la Corte Penal Internacional, las decisiones judiciales del Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos, el soft law y las normas consuetudinarias desarrolladas en el 
seno de la Asamblea General de las Naciones Unidas, que sirve como criterio esencial del 
servidor o funcionario público al momento de fallar respecto de un caso en concreto.  
 
9. El Control de Convencionalidad funge como instrumento cohesionador del marco legal, 
constitucional y convencional, como quiera que se le impone al funcionario o servidor público, 
el deber de realizar un minucioso juicio de legalidad, constitucionalidad y convencionalidad, con 
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